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ARTÍCULO 1. El Consejo Universitario ACUERDA modificar el 
orden del día para que, posterior a los Informes de personas 
coordinadoras de comisión, se analicen la Propuesta de 
Miembros CU-5-2026 en torno al pronunciamiento sobre 
el impacto en la salud de la sociedad costarricense tras 65 
años de la Facultad de Medicina; la Propuesta de Dirección  
CU-7-2026 sobre la convocatoria al Premio Rodrigo Facio 
Brenes; la Propuesta de Miembros CU-6-2026 referente a la 
modificación a las bases del Certamen Anual de Artes Visuales 
Bidimensionales Paisaje y Entorno Universitarios; y la Propuesta 
Proyecto de Ley CU-37-2026 en torno al proyecto de ley 
denominado Fiscalización de la calidad de la infraestructura 
aeroportuaria, Expediente n.° 24.981.

ARTÍCULO 2. Informes de Dirección

El señor director, Dr. Keilor Rojas Jiménez, se refiere a los 
siguientes asuntos:

I. 	 Correspondencia

	 Dirigida al CU

a)	 Documento de la Contraloría General de la República 
(CGR) 

	 La Rectoría envía, con el oficio R-1490-2026, el 
documento DFOE-CAP-2066-2025, de la CGR, 
solicitado por este Órgano Colegiado, mediante el 
oficio CU-272-2026.

b)	 Asamblea Colegiada Representativa (ACR)

	 La ACR remite copia del oficio ACR-16-2026, 
dirigido a la Oficina de Comunicación Institucional, 
en el que adjunta, para su publicación, el texto 
correspondiente a los acuerdos aprobados en la 
sesión n.° 155, celebrada el 10 de noviembre de 2025.

c)	 Solicitud de revisión de acuerdo del Consejo 
Universitario

	 El Sr. Amin Majchel Piszk, egresado de la 
Universidad de Costa Rica, solicita, con la nota 
Externo-CU-2397-2026, una revisión del acuerdo 
de otorgamiento del doctorado honoris causa a la 
señora Francesca Albanese. 

	 El Consejo Universitario ACUERDA:

1.	 Mantener el acuerdo de otorgamiento del título 
de doctorado honoris causa a la M. Sc. Francesca 

Albanese, aprobado en el artículo 3 de la sesión  
n.° 6972.

2.	 Requerir a la Dirección del Consejo Universitario 
que responda la nota Externo-CU-2397-2026 
relacionada con la solicitud de revisión del acuerdo 
de otorgamiento del doctorado honoris causa a la 
señora Francesca Albanese.

	 ACUERDO FIRME.

	 Con copia al CU

d)	 Organización de concierto

	 El Directorio de la Federación de Estudiantes de 
la Universidad de Costa Rica (FEUCR) remite copia 
del oficio DIR-64-2026, dirigido a la Rectoría, en 
seguimiento a la sesión n.° 6971 del Consejo 
Universitario, donde manifiesta su preocupación por 
el concierto del domingo 8 de marzo del presente 
año, debido a que no contempla participación 
de mujeres artistas, lo que resulta contrario a los 
principios de equidad institucional. Solicita a la 
Rectoría habilitar un espacio para el uso de la palabra 
de la presidencia del Directorio de la FEUCR, como 
parte de los discursos introductorios que suelen 
realizarse en los eventos universitarios.

II. 	 Solicitudes

e)	 Archivo de Pase

	 El Consejo Universitario ACUERDA archivar el Pase 
CU-97-2025, denominado: Recurso de apelación 
subsidiaria de la Sra. Elsa Siu Lanzas, según lo 
indicado por la Comisión de Asuntos Jurídicos en el 
oficio CAJ-2-2026.

	 ACUERDO FIRME.

III. 	 Seguimiento de acuerdos

f )	 Sesión n.° 6846, artículo 7

	 La Rectoría, mediante el oficio R-1382-2026, remite 
el documento OCI-113-2026, en el cual la Oficina de 
Comunicación Institucional informa sobre el avance 
en el cumplimiento del transitorio 2 del Reglamento 
de la Comunicación Institucional, aprobado en la 
sesión n.° 6846, artículo 7, y citado en el oficio  
CU-1830-2025.
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g)	 Sesión n.° 6852, artículo 6

	 La Comisión de Docencia y Posgrado (CDP), 
mediante el oficio CDP-8-2026, se refiere al punto 
3.1 del acuerdo de la sesión n.° 6852, artículo 6, 
referente a las disposiciones que regulan los plazos 
y el procedimiento a seguir para que la persona 
estudiante solicite que el título profesional o 
certificado de uso social, que se otorga en las carreras 
de licenciatura del Área de Salud, se confeccione con 
el lenguaje inclusivo de género. La CDP analizó la 
documentación enviada por la Vicerrectoría de Vida 
Estudiantil, y considera que el acuerdo puede darse 
por cumplido, dado que las acciones implementadas 
garantizan un mecanismo adecuado.

h)	 Transitorio 12 del Reglamento de la acción social en la 
Universidad de Costa Rica

	 La Comisión de Investigación y Acción Social (CIAS) 
envía el documento CIAS-3-2026, donde informa 
que estudió la información remitida para analizar 
el cumplimiento del transitorio 12 del Reglamento 
de la acción social en la Universidad de Costa Rica. 
La CIAS concluye que el transitorio se ha atendido 
parcialmente, por lo que aún no es posible darlo 
por cumplido, debido a que no se ha brindado una 
propuesta de estrategia que establezca una hoja 
de ruta orientada a garantizar las condiciones para 
el traslado paulatino y permanente de las iniciativas 
estudiantiles hacia las unidades operativas, así como 
a asegurar el involucramiento activo de las unidades 
académicas en la acción social.

i)	 Sesión n.° 6904, artículo 3

	 La Rectoría, mediante el oficio R-1087-2026, remite 
el documento VI-746-2026, de la Vicerrectoría 
de Investigación (VI), en el cual se informa 
sobre el estado de avance en el cumplimiento 
del encargo del inciso i), artículo 3, de la sesión  
n.° 6904, citado en el oficio CU-69-2026. En este, se 
solicita a la VI un informe sobre la suspensión de 
los siguientes premios: Premio al Investigador o 
Investigadora de la Universidad de Costa Rica (UCR), 
Premio María Eugenia Dengo a la labor destacada 
en la Acción Social del personal docente, Homenaje 
anual a las universitarias y los universitarios 
destacados, así como las acciones que ha llevado a 
cabo en torno a dichos premios.

j)	 Sesión n.° 6877, artículo 11

	 La Rectoría, mediante el oficio R-895-2026, remite 
el documento AUROL-33-2026, del Archivo 
Universitario, en el que se detallan las acciones 

realizadas para atender el encargo 2, incisos a), b) y c), 
del artículo 11 de la sesión n.° 6877, relacionado con 
la presentación de la propuesta para implementar 
la declaratoria de identidad universitaria, su 
declaratoria de interés institucional para el año 2026, 
y la garantía de su amplia divulgación en los medios 
y espacios oficiales de la Institución.

IV. 	 Asuntos de la Dirección

k)	 Permiso de miembro

	 El Consejo Universitario ACUERDA:

1.	 De conformidad con el artículo 11, inciso k), de 
su reglamento, aprobar el permiso al Dr. Keilor 
Rojas Jiménez, durante el periodo del 13 al 17 de 
julio de 2026, a fin de que disfrute de vacaciones.

2.	 De conformidad con el artículo 12 de su 
reglamento, nombrar a la Dra. Natalia Solano 
Meza para que asuma, de manera interina, la 
Dirección del Órgano Colegiado durante el 
periodo del 13 al 17 de julio de 2026.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 3. Informes de Rectoría

La señora rectora a. i., Dra. Annette Calvo Shadid, se refiere al 
siguiente asunto:

a)	 Convocatoria Comisión de Enlace 

	 Da lectura al oficio DM-0468-2026, del 6 de marzo de 2026, 
suscrito por José Leonardo Sánchez Hernández, ministro 
de Educación Pública, con la convocatoria y la agenda 
de la Comisión de Enlace para la negociación del Fondo 
Especial para el Financiamiento de la Educación Superior 
Estatal. 

ARTÍCULO 4. Informes de personas coordinadoras de 
comisiones

Comisión de Docencia y Posgrado (CDP)

•	 El Ph. D. Sergio Salazar Villanea informa que la CDP ha 
estado en comunicación con la comunidad universitaria, 
con el Consejo de Sedes Regionales y con el Consejo de 
Áreas Académicas, así como con las personas decanas y 
directoras de las sedes regionales. Remarca que uno de 
los primeros objetivos es solicitarles a estas autoridades 
la organización de espacios dentro de sus unidades 
académicas, para poder llegar a conversar y aclarar sus 
dudas con respecto a la propuesta de modificación al 
Reglamento de Régimen Académico y Servicio Docente. En 
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este sentido, comenta que ya han tenido acercamiento 
con la Sede Regional del Caribe para una reunión con su 
profesorado, y con el Consejo de Sedes Regionales para 
una reunión con las personas coordinadoras académicas 
de todas las sedes. También, la CDP tiene programada 
una reunión con la Facultad de Ingeniería, con personal 
del Instituto de Investigaciones en Ingeniería y se está 
coordinando la fecha para una reunión con la Facultad 
de Educación. Agrega que, sostuvieron reuniones con 
personas docentes, mujeres, que integran las áreas de 
Farmacia, Química y Microbiología. 

	 Expresa que, en general, la apertura es total en pro de 
discutir sobre esta reforma. Se trata de una propuesta 
que no está cerrada, está en consulta y abierta a todas las 
posibilidades de mejora que las personas de la comunidad 
universitaria deseen incluir.

ARTÍCULO 5. La Dra. Carolina Santamaría Ulloa presenta la 
Propuesta de Miembros CU-5-2026 en torno al pronunciamiento 
sobre el impacto en la salud de la sociedad costarricense tras 65 
años de la Facultad de Medicina.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 Las Políticas Institucionales 2026-2030 de la Universidad 
de Costa Rica, en el eje I, “Universidad y Sociedad”, 
establece lo siguiente:

(…)

1.1	 Generamos investigación, acción social, conocimientos 
y tecnologías por medio de la vinculación con la 
sociedad, con el fin de atender las necesidades del país 
y lograr las transformaciones que la sociedad necesita.

1.2	 Establecemos alianzas con diversos actores nacionales 
o internacionales que colaboren en la generación de 
conocimiento.

1.3	 Fomentamos programas de educación dirigidos 
a personas, grupos sociales y otros sectores que 
contribuyan a la renovación de saberes, al desarrollo 
de habilidades y destrezas, así como a la construcción 
del conocimiento.

2.	 El Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica 
estipula que la Universidad debe contribuir con las 
transformaciones que la sociedad necesita para el logro 
del bien común.

3.	 La Facultad de Medicina abre oficialmente las puertas a las 
primeras personas estudiantes de Medicina el 6 de marzo 
de 19611.

1	 Facultad de Medicina (2026). Historia. Facultad de Medicina. https://fmedicina.
ucr.ac.cr/facultad/historia/

4.	 La Facultad de Medicina está integrada por cinco 
escuelas: Enfermería, Medicina, Nutrición, Salud Pública y 
Tecnologías en Salud; además tiene adscritos un instituto 
y cuatro centros de investigación, a saber, el Instituto de 
Investigaciones en Salud, el Centro de Investigación en 
Estructura Microscópicas, el Centro de Investigación en 
Biología Celular y Molecular, el Centro de Investigación en 
Hematología y Trastornos Afines, el Centro de Investigación 
en Neurociencias y el Centro de Investigación en Cuidado 
de Enfermedad y Salud. Desde estas cinco escuelas 
y unidades de investigación, la facultad impulsa la 
promoción de la salud, así como la prevención y curación 
de la enfermedad en nuestro país.

5.	 La Facultad de Medicina tiene como misión propiciar el 
mejoramiento académico entre sus diversas unidades, 
mediante actividades que articulen la docencia con 
la investigación y la acción social, para contribuir 
positivamente a las condiciones de salud de la población 
del país.

6.	 La visión de la Facultad de Medicina señala ser un referente 
nacional e internacional mediante el trabajo académico 
humanista articulado entre sus unidades, enfocado en la 
generación, el intercambio y la difusión del conocimiento 
para el logro del bienestar individual y colectivo.

7.	 El recurso humano de la Facultad de Medicina hace 
posible el cumplimiento de la misión universitaria de 
obtener las transformaciones que la sociedad necesita 
(…) para el logro del bien común, mediante una política 
dirigida a la consecución de una verdadera justicia social, 
del desarrollo integral, de la libertad plena y de la total 
independencia de nuestro pueblo. Lo anterior, mediante 
el desarrollo de las actividades sustantivas universitarias 
de la docencia, la acción social y la investigación, que se 
traducen en una mejor calidad de vida, y mayores niveles 
de bienestar en la población costarricense. De esta manera 
ha materializado su misión de formar profesionales (…) 
capaces de transformar, provechosamente para el país, las 
fuerzas productivas de la sociedad costarricense2.

8.	 La Facultad de Medicina en la búsqueda de mejorar 
las condiciones de salud del país, capacita de manera 
interdisciplinaria a los equipos responsables de atender 
los problemas de salud en aras de contribuir con la mejora 
de las condiciones sanitarias para el desarrollo humano de 
la ciudadanía.

9.	 La Facultad de Medicina y las instituciones públicas 
trabajan conjuntamente en conformar equipos que 
atiendan a pacientes en forma integral, de modo que 
cada una de las personas profesionales formadas en 

2	 De la Cruz, Yalena. (1995). La Escuela de Medicina de la Universidad de Costa Rica, 
una reseña histórica. Escuela de Medicina. Programa Historia de la Escuela de 
Medicina. Ciudad Universitaria Rodrigo Facio. Pág. 188.
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la Institución aporta su conocimiento para resolver la 
situación de salud de cada persona.

10.	 Entre los principales aportes de la Facultad de Medicina se 
encuentran: 

a.	 Ha tenido 15 personas decanas profesionales en 
medicina cuyo legado académico y científico es muy 
extenso.

b.	 Ha tenido la visión de mantener la excelencia 
académica en toda la malla curricular y de motivar a 
su cuerpo docente a continuar especializándose en 
las mejores universidades del mundo.

c.	 Ha laborado y labora el mejor personal docente del 
área sanitaria que haya tenido el país desde la década 
de los sesenta, lo cual resulta en la graduación de 
eminentes profesionales en medicina, enfermería, 
nutrición, salud pública y tecnologías en salud, 
quienes a su vez producen un efecto amplificador 
de la vocación académica y de servicio social, ya que 
inspiran el relevo para la promoción, y atención de la 
salud, así como la prevención de la enfermedad en la 
población.

d.	 Las unidades académicas de docencia y de 
investigación que la conforman poseen un recurso 
humano especializado, gran parte del cual participa 
en distintos proyectos de investigación y acción 
social en el territorio nacional y en colaboración 
internacional.

e.	 Los resultados de la mayoría de los proyectos son 
publicados en revistas científicas nacionales e 
internacionales, lo que convierte a la Facultad de 
Medicina en la mejor de Centroamérica y la coloca 
entre las más destacadas de América Latina.

f.	 La Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) y la 
Universidad de Costa Rica son dos instituciones 
hermanas que buscan el bien de la colectividad 
y el mejoramiento de la calidad de vida de las 
personas; su relación es amplia, variada y compleja. 
Por ello, el éxito alcanzado por la Facultad de 
Medicina es compartido principalmente con la 
CCSS, puesto que en sus principales hospitales hay 
siete departamentos clínicos de la Universidad de 
Costa Rica que permiten al estudiantado aprender 
en ambientes reales y tener contacto directo con el 
ser humano en sus distintas etapas de vida. Además, 
existe un departamento clínico de medicina legal en 
el Poder Judicial que ofrece docencia en ese campo.

11.	 El papel trascendental en los altos niveles de salud pública 
alcanzados, el constante mejoramiento académico de 
las personas colaboradoras, la calidad de las personas 

profesionales graduadas y su repercusión en los servicios 
de salud son credenciales inobjetables de la extraordinaria 
labor de la Facultad de Medicina.

12.	 La Universidad de Costa Rica es una institución que 
se destaca por su calidad y la formación de excelencia 
que brinda, gracias al esfuerzo conjunto, constancia 
y dedicación de quienes la integran; por ello, su 
reconocimiento ocupa los primeros lugares del mundo.

13.	 La Universidad de Costa Rica es una institución de educación 
superior y cultura, autónoma constitucionalmente y 
democrática, que tiene como principio orientador de sus 
acciones el compromiso con la salud. En este sentido, la 
Facultad de Medicina tiene 65 años de estar formando a 
miles de profesionales de la salud con excelencia. En el 
caso particular de la Escuela de Medicina de la Universidad 
de Costa Rica, esta ha sido el semillero de profesionales en 
medicina que históricamente han integrado los servicios de 
seguridad social del país, lo que ha fortalecido la alianza entre 
el sector público de atención de la salud y la Universidad.

14.	 La Universidad de Costa Rica, por medio de la Facultad de 
Medicina y particularmente de su Escuela de Medicina, 
ha sido, a través de la historia, una aliada estratégica de 
la Caja Costarricense de Seguro Social3, siempre dentro 
de un marco de colaboración y de trabajo conjunto con el 
Centro de Desarrollo Estratégico e Investigación en Salud 
y Seguridad Social4. De esta forma, ambas instituciones 
han desarrollado una serie de proyectos que impactan la 
salud costarricense y contribuyen a mejorar, entre otros 
aspectos, los índices de salud de los que goza el país.

15.	 El personal docente de la Facultad de Medicina de la 
Universidad Costa Rica y del Programa de Posgrado en 
Especialidades Médicas que imparte docencia en los 
centros hospitalarios tiene el compromiso de formar el 
talento humano para la salud costarricense.

16.	 Resulta pertinente y necesario, reafirmar el respaldo 
institucional hacia la gestión de la Facultad de Medicina 
al reconocer sus invaluables aportes en el ámbito nacional 
e internacional, y celebrar este sexagésimo quinto 
aniversario como un justo homenaje a su trayectoria y 
legado en la salud costarricense.

3	 En 1974, se crea el Centro de Desarrollo Estratégico e Investigación en Salud 
y Seguridad Social (CENDEISSS), y se inician las negociaciones para formalizar 
la enseñanza práctica y académica. El primer convenio entre la Universidad de 
Costa Rica y la Caja Costarricense de Seguro Social se suscribió en 1976.

4	 El CENDEISSS tiene como misión:
       Conducir y regular el desarrollo del recurso humano para la atención integral 

de la salud y la seguridad social, mediante la planificación estratégica, la 
investigación, la información, el desarrollo profesional, la coordinación intra- 
e interinstitucional, la regulación de los procesos educativos y el constante 
mejoramiento de la calidad de sus labores, para contribuir a la evolución del 
sector salud en respuesta a las necesidades de la población del país.
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ACUERDA

1.	 Declarar que la Universidad de Costa Rica, fiel a sus 
principios y políticas institucionales, reafirma el 
compromiso y el propósito de la Facultad de Medicina en 
beneficio de la sociedad costarricense.

2.	 Reconocer la gestión desarrollada por la Facultad de 
Medicina en el ámbito nacional e internacional y sus 
importantes aportes a la salud costarricense.

3.	 Felicitar a la Facultad de Medicina de la Universidad de 
Costa Rica por su 65.° aniversario.

4.	 Solicitar a la Administración que informe a la comunidad 
universitaria, por los medios que estime pertinentes, 
sobre los aportes de la Facultad de Medicina a la sociedad 
costarricense y las acciones realizadas por esta instancia 
en relación con la salud de la población costarricense.

5.	 Dar la mayor difusión posible a este pronunciamiento.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 6. El señor director, Dr. Keilor Rojas Jiménez, presenta 
la Propuesta de Dirección CU-7-2026 sobre la convocatoria al 
Premio Rodrigo Facio Brenes.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Universidad de Costa Rica otorga, cada dos años, el 
Premio Rodrigo Facio Brenes como reconocimiento a 
la obra total de aquellas personalidades que se hayan 
destacado por su aporte al desarrollo político, social, 
económico y de la justicia social de Costa Rica.

2.	 El Reglamento del Premio Rodrigo Facio Brenes, en su 
artículo 6, dispone que (…) cada dos años, en el mes de 
febrero, el Consejo Universitario convocará a la Comisión 
Dictaminadora y abrirá el periodo de recepción para 
propuestas de candidatos, que se cerrará el 30 de abril.

3.	 La norma que regula este galardón establece que las 
postulaciones podrán ser presentadas por las asambleas 
de las facultades, escuelas o sedes regionales de la 
Universidad de Costa Rica, así como por el Consejo Superior 
Estudiantil, el sector administrativo —con el respaldo de 
cincuenta firmas de personas funcionarias activas— o por 
un grupo compuesto por estudiantes, docentes o personal 
administrativo —también con el respaldo de cincuenta 
firmas de miembros activos—.

4.	 Para otorgar el Premio Rodrigo Facio Brenes se debe 
conformar una Comisión Dictaminadora, la cual será 
integrada por el rector o la rectora de la Universidad de 

Costa Rica o su representante, quien la presidirá, una 
persona miembro designada por el Consejo Universitario 
y una persona representante de cada una de las áreas, 
elegida por el Consejo de Área respectivo; además, 
formará parte de esta comisión el director o la directora de 
la Escuela de Ciencias Políticas.

5.	 En la sesión solemne n.° 6829, del 26 de agosto de 2024, 
el Consejo Universitario entregó el Premio Rodrigo Facio 
Brenes a la Dra. Emilia Macaya Trejos, ilustre académica, 
filóloga y escritora costarricense.

ACUERDA

1.	 Convocar el Premio Rodrigo Facio Brenes 2026, de 
conformidad con el siguiente calendario:

Fecha Actividad

10 de marzo 
de 2026

Apertura del periodo para proponer 
candidatos o candidatas al premio. 
Las propuestas deberán enviarse a la 
Rectoría.

30 de abril de 
2026

Último día hábil para la recepción de 
candidaturas.

1.° de agosto 
de 2026

La Rectoría presenta, en sesión del 
Consejo Universitario, la resolución de 
la comisión.

26 de agosto 
de 2026

Entrega del premio en la sesión 
solemne del Consejo Universitario, en 
conmemoración de la fundación de la 
Universidad de Costa Rica.

2.	 Designar como representante del Consejo Universitario en 
la Comisión Dictaminadora al Ph. D. Sergio Salazar Villanea.

3.	 Solicitar a cada Consejo de Área que designe a su 
representante ante la Comisión Dictaminadora e informe 
al Consejo Universitario a más tardar el 1.° de abril de 2026.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 7. El Dr. Francisco Guevara Quiel presenta la 
Propuesta de Miembros CU-6-2026 referente a la modificación a 
las bases del Certamen Anual de Artes Visuales Bidimensionales 
Paisaje y Entorno Universitarios.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 El Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica, en el 
artículo 5, inciso d), establece como uno de los propósitos 
de esta Institución: Contribuir al progreso de las ciencias, 
las artes, las humanidades y las tecnologías, reafirmando su 
interrelación y aplicándolas al conocimiento de la realidad 
costarricense y de la comunidad internacional.
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2.	 Es una tradición en la Universidad de Costa Rica convocar 
cada año, con motivo del aniversario de esta Casa de 
estudios superiores, un certamen estudiantil de artes, 
el cual tiene sus orígenes en 1983, cuando el Consejo 
Universitario decidió convocarlo por primera vez con el 
nombre de Paisaje Universitario.

3.	 El objetivo de este certamen es estimular la creatividad 
artística de toda la población estudiantil de la Universidad, 
sin detrimento de la carrera que curse o de la sede a la 
que pertenezca cada persona estudiante (sesión n.° 3061, 
artículo 18, del 17 de febrero de 1984).

4.	 En la sesión n.° 6175, artículo 4, del 10 de abril de 2018, 
el Consejo Universitario cambió las bases del certamen 
y definió como tema permanente el Paisaje y entorno 
universitarios.

5.	 En la sesión n.° 6566, artículo 4, del 15 de febrero de 2022, 
el Consejo Universitario acordó convocar para la primera 
semana del primer ciclo lectivo de cada año al Certamen 
Anual de Artes Visuales Bidimensionales Paisaje y Entorno 
Universitarios, y estableció las bases del concurso.

6.	 En la sesión n.° 6617, artículo 10, del 21 de julio de 2022, 
el Consejo Universitario acordó modificar las bases del 
Certamen Anual de Artes Visuales Bidimensionales Paisaje 
y Entorno Universitarios, específicamente en el punto VII, 
“Exhibición”, con el fin de habilitar que la obra ganadora se 
exhiba durante un año en el vestíbulo de la Vicerrectoría 
de Vida Estudiantil.

7.	 A la luz de la experiencia del pasado Certamen Anual 
de Artes Visuales Bidimensionales Paisaje y Entorno 
Universitarios, que se realizó en el 2022, resulta necesario 
mejorar y aclarar algunas de las disposiciones que rigen 
este concurso para que sean aplicadas a partir del 2023. 
En ese orden de ideas, se requiere ajustar las bases en los 
siguientes aspectos:

a.	 Eliminar el requisito de que el estudiantado presente 
la obra enmarcada, pues para las obras que resulten 
ganadoras (primeros tres lugares) se utilizarán los 
marcos que son propiedad del Consejo Universitario.

b.	 Incluir el número de cédula como parte de los datos 
que debe aportar el estudiantado que participa en el 
concurso.

c.	 Ampliar la cantidad de caracteres que se permiten 
para justificar la propuesta, al establecer un rango de 
entre 1 500 y 2 000 (incluidos los espacios).

d.	 Precisar que la entrega de obras será la primera 
semana del segundo ciclo lectivo de cada año, de 
lunes a viernes, en horario de atención al público de 
8:00 a. m. a 12:00 m. y de 1:00 a 5:00 p. m.

e.	 Suprimir la obligación que recaía en la persona 
ganadora del primer lugar de comprometerse a 
realizar una exposición individual, del tema de su 
elección, en la Galería del Consejo Universitario. En 
este contexto, se habilita esta disposición como una 
posibilidad.

8.	 El Certamen Anual de Artes Visuales Bidimensionales 
de la Universidad de Costa Rica nació con el propósito 
fundamental de incentivar la creatividad, la exploración 
técnica y la creación artística de la población estudiantil 
de la Institución, por lo que convoca la originalidad, el 
carácter personalísimo de una creación del espíritu y la 
honestidad intelectual de las personas participantes. 
Aunque el arte no riñe ni se ubica en contraposición a 
las tecnologías, queda excluido recurrir a la inteligencia 
artificial para toda propuesta sometida a consideración de 
este concurso, toda vez que desplaza el proceso creativo 
hacia algoritmos predeterminados.

9.	 Este certamen de arte estudiantil ha sido históricamente 
un espacio para reconocer la autoría, la experimentación 
material y la construcción de un lenguaje visual personal. 
La creación asistida o generada por inteligencia artificial 
introduce problemáticas de originalidad, autoría y ética 
que pueden afectar la equidad del concurso. Además, 
reduce el valor del esfuerzo formativo y la investigación 
plástica que caracteriza la producción artística; mantener 
el enfoque en obras concebidas y ejecutadas directamente 
por quienes las crearon preserva la esencia, la coherencia y 
la misión fundacional del certamen.

10.	 Las personas integrantes de los jurados calificadores 
del Certamen de Artes Visuales Bidimensionales de las 
ediciones correspondientes al 2023 y 2024 recomendaron 
valorar la incorporación de menciones de honor a este 
concurso como una forma de reconocer obras que, sin 
haber obtenido los premios principales, destacan por su 
alta calidad técnica y conceptual, con el fin de ampliar las 
oportunidades de visibilización y estímulo para las y los 
estudiantes participantes.

11.	 Las bases del Certamen Anual de Artes Visuales 
Bidimensionales requieren ser actualizadas con el 
propósito de promover una participación estudiantil más 
amplia y garantizar la coherencia académica y artística del 
concurso. Para ello, se incorporan ajustes que precisan la 
naturaleza de las obras que pueden concursar e incluyen 
la exigencia de que todas las creaciones sean originales, 
inéditas y producidas sin asistencia de herramientas de 
inteligencia artificial, lo que asegura la autenticidad de las 
propuestas artísticas5.

5	 Véase el Anexo 1 de esta propuesta “Comparativo de modificaciones” (Nota 
del editor: consultar este anexo en la Unidad de Información del Consejo 
Universitario).
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12.	 Las modificaciones incorporadas aclaran y uniforman 
las especificaciones técnicas —como las dimensiones 
obligatorias que deben cumplir las obras y la entrega 
sin enmarcar— con el fin de facilitar los procesos de 
evaluación, exposición y conservación, así como una 
adecuada gestión de las obras ganadoras dentro del 
patrimonio artístico de la Universidad.

13.	 Las modificaciones introducidas en materia de premiación 
permiten establecer un mecanismo más flexible y 
enriquecedor para el reconocimiento de la excelencia 
artística, al habilitar la posibilidad de otorgar menciones 
de honor a criterio del jurado. También se ajusta el 
nombre de las bases de conformidad al tema del concurso. 
Asimismo, se actualiza la denominación oficial de la 
Galería UCR (antes Galería del Consejo Universitario) como 
un espacio de exhibición institucional, debido a que se 
amplió su alcance, lo cual facilita la articulación de este 
certamen con las políticas de difusión cultural vigentes en 
la Universidad.

14.	 Las modificaciones de forma incorporadas resultan 
necesarias para mejorar la precisión, coherencia y 
claridad de dichas bases del certamen. Estos ajustes 
sustituyen expresiones ambiguas por términos más 
exactos, permiten delimitar con mayor rigor los requisitos 
técnicos e incorporan lineamientos actualizados. 
Asimismo, fortalecen la consistencia interna y garantizan 
que las personas participantes y el jurado dispongan 
de instrucciones claras y acordes con las prácticas 
institucionales.

15.	 En su conjunto, los cambios incorporados buscan 
promover mayor equidad en la participación estudiantil, 
asegurar la integridad artística del certamen, dar mayor 
claridad al texto y robustecer la labor de resguardo, 
divulgación y reconocimiento de la producción artística 
en la Universidad de Costa Rica.

ACUERDA

Modificar las bases para el Certamen Anual de Artes Visuales 
Bidimensionales Paisaje y Entorno Universitarios, para que se 
lean de la siguiente manera:

BASES DEL CERTAMEN ANUAL DE ARTES 
VISUALES BIDIMENSIONALES 

I.	 REQUISITOS PARA PARTICIPAR

	 Ser estudiante de la Universidad de Costa Rica de 
pregrado, grado o posgrado en condición activa durante 
el ciclo lectivo correspondiente al certamen.

II.	 REQUISITOS DE LAS OBRAS

a)	 Tema: Paisaje y entorno universitarios:

	 Como paisaje universitario se contemplan aquellas 
obras que retratan el contexto ambiental de la 
integración de la arquitectura dentro del campus 
universitario, así como de sus áreas verdes, la red de 
áreas protegidas, jardines y zonas de naturaleza afines; 
además, puede incluir las escenas del entorno donde 
la población estudiantil desarrolla sus actividades 
universitarias, a saber, aulas, laboratorios, bibliotecas, 
unidades académicas de la investigación; en sí, todo 
el conjunto de circunstancias y condiciones de las 
experiencias educativas que les rodea.

b)	 Técnicas aceptadas: Cualquier manifestación de 
las artes visuales en dos dimensiones (formato 
bidimensional), tales como impresión, estampado, 
grabado, fotografía, dibujo, pintura en todas sus 
técnicas, obra en textiles, papel hecho a mano, 
obras en bajo relieve, collage artístico, ensambles 
de diversos materiales (no perecederos, no tóxicos), 
técnicas mixtas, entre otras (que no superen 10 cm 
de profundidad).

	 Quedarán excluidas del certamen todas aquellas 
obras que hayan sido generadas o creadas con 
asistencia de la inteligencia artificial.

c)	 Dimensiones: Las dimensiones de las obras deberán 
ser de 45 x 45 cm o de 75 x 45 cm.

d)	 Número de obras: Cada participante podrá enviar 
solo una obra inédita.

e)	 Las obras deben entregarse sin enmarcar, pues las 
que ganen los tres primeros lugares se expondrán 
en marcos ya establecidos, que son propiedad del 
Consejo Universitario.

f )	 Cada trabajo debe acompañarse de un sobre 
(colocado en el reverso de la obra), en el cual se 
indiquen los siguientes datos, escritos o impresos, de 
manera clara y legible:

•	 Nombre completo del autor o la autora.

•	 Número de cédula.

•	 Número de carné UCR.

•	 Número de teléfono celular.

•	 Correo electrónico.

•	 Título de la obra.

•	 Justificación de la propuesta, la cual debe tener 
una extensión de entre 1 500 y 2 000 caracteres, 
incluidos los espacios.

•	 Técnica utilizada.
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•	 Dimensiones de la obra (en centímetros).

•	 Fecha de creación, la cual deberá ser igual al año 
del concurso. No se aceptarán obras de años 
anteriores.

g)	 Las obras deben ser elaboradas, exclusivamente, 
para concursar en este certamen y no deben venir 
firmadas. Las que resulten ganadoras serán firmadas 
posteriormente por sus autores o autoras.

III.	 RECEPCIÓN DE LAS OBRAS

	 Las obras participantes deben entregarse en la recepción 
del Consejo Universitario o en la dirección de las sedes o 
recintos de la Universidad de Costa Rica durante la primera 
semana del segundo ciclo lectivo de cada año, de lunes a 
viernes, en horario de atención al público de 8:00 a. m. a 
12:00 m. y de 1:00 a 5:00 p. m.

	 No se aceptarán obras después del periodo establecido.

IV.	 PREMIOS

	 Se entregarán tres premios, el monto de los cuales será 
definido anualmente con base en la siguiente fórmula:

	 Primer lugar: Valor del costo del crédito del año en el que 
se realice el certamen multiplicado por 24.

	 Segundo lugar: 75 % del monto correspondiente al primer 
lugar.

	 Tercer lugar: 50 % del monto correspondiente al primer 
lugar.

	 Adicionalmente, a criterio del jurado calificador, podrán 
otorgarse hasta un máximo de dos menciones de honor, 
las cuales recibirán un certificado de reconocimiento.

	 El primer lugar será de adquisición; por lo tanto, la obra 
pasará a ser parte del patrimonio de la Universidad de 
Costa Rica.

	 La persona que, en efecto, surja ganadora del primer lugar 
podrá realizar una exposición individual, del tema de su 
elección, en la Galería UCR (presencial y virtual), el año 
siguiente al certamen, la cual se conservará en formato 
digital en el Repositorio Centroamericano de Patrimonio 
Cultural.

	 Las obras ganadoras se expondrán en la Galería UCR 
(presencial y virtual), y serán conservadas en formato 
digital en el Repositorio Centroamericano de Patrimonio 
Cultural.

	 Para la entrega de los premios las personas ganadoras 
presentarán, en un plazo no mayor a cinco días hábiles 
después de que se les haya comunicado la decisión del 

jurado, los siguientes documentos: copia de la cédula de 
identidad por ambos lados y certificación de la cuenta 
bancaria a su nombre, donde se le depositará el dinero del 
premio.

	 Para efectos de reproducción de las obras ganadoras, la 
Universidad de Costa Rica podrá hacer uso de ellas con 
fines de divulgación, así como de promoción, y la persona 
artista cederá los derechos de autoría correspondientes.

V.	 JURADO

	 El jurado calificador estará integrado de la siguiente manera:

a)	 La persona representante del Área de Artes y Letras 
del Consejo Universitario, quien coordinará.

b)	 Una de las representaciones estudiantiles ante el 
Consejo Universitario.

c)	 Una persona docente de la Escuela de Artes 
Plásticas, nombrada por la Dirección de esta unidad 
académica.

d)	 Una persona investigadora del Instituto de 
Investigaciones en Arte (IIArte), nombrada por la 
Dirección de este instituto.

e)	 Una persona docente de alguna de las sedes o 
recintos de la Universidad que sea afín al área de 
Artes, quien será nombrada por el coordinador o por 
la coordinadora de este jurado.

	 El jurado podrá declarar desierto el certamen, ya sea total 
o parcialmente, si considera que las obras presentadas no 
reúnen los requisitos. El fallo será inapelable.

	 El jurado se reunirá en el Consejo Universitario durante la 
segunda semana del segundo semestre para llevar a cabo 
la selección de las obras ganadoras.

VI.	 CONVOCATORIA AL CERTAMEN

	 La convocatoria al certamen se llevará a cabo al inicio del 
primer semestre de cada año, asimismo, deberá contar con 
una estrategia de difusión y comunicación que promueva 
una amplia participación estudiantil.

VII. 	 EXHIBICIÓN

	 Las obras ganadoras del primer, segundo y tercer lugar, 
así como las menciones de honor, serán exhibidas en la 
Galería UCR en setiembre del mismo año del concurso. A 
partir del mes de octubre y por el plazo de un año, la obra 
que ocupe el primer lugar será prestada a la Vicerrectoría 
de Vida Estudiantil para que sea expuesta en el vestíbulo de 
esa dependencia. Una vez finalizado el plazo del préstamo, 
la obra deberá ser devuelta al Consejo Universitario en las 
mismas condiciones en que se prestó.
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VIII. 	 PREMIACIÓN

	 La premiación se llevará a cabo durante alguna de las 
actividades que organice el Consejo Universitario con 
motivo del aniversario de la Universidad de Costa Rica.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 8. El señor director, Dr. Keilor Rojas Jiménez, 
presenta la Propuesta Proyecto de Ley CU-37-2026 en torno 
al proyecto de ley denominado Fiscalización de la calidad de la 
infraestructura aeroportuaria, Expediente n.° 24.981.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Comisión Especial de Infraestructura de la Asamblea 
Legislativa, de conformidad con el artículo 88 de la 
Constitución Política de la República de Costa Rica, le solicitó 
criterio a la Universidad de Costa Rica sobre el proyecto 
de ley denominado Fiscalización de la calidad de la 
infraestructura aeroportuaria, Expediente n.° 24.981 (oficio 
AL-CE23144-0110-2025). La Rectoría elevó la consulta al 
Consejo Universitario mediante el oficio R-7046-2025, del 
26 de setiembre de 2025.

2.	 Este proyecto de ley tiene como objetivo principal 
reformar la Ley General de Aviación Civil para incorporar al 
Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales 
de la Universidad de Costa Rica (LanammeUCR) como 
entidad fiscalizadora de la infraestructura aeroportuaria 
del país, para que trabaje en coordinación con la Dirección 
General de Aviación Civil.

	 La iniciativa busca garantizar que los aeropuertos y 
aeródromos nacionales y particulares, tanto existentes 
como futuros, cumplan con los más altos estándares 
de calidad y seguridad mediante evaluaciones técnicas 
rigurosas, independientes e imparciales.

	 Para financiar esta labor de fiscalización, se propone 
asignar al LanammeUCR una tasa de $1,50 del impuesto 
de salida del territorio nacional, recursos que provendrían 
de una reducción de $1,00 en la tasa destinada al Gobierno 
central y $0,50 en la tasa del Consejo de Aviación Civil6.

3.	 La Oficina Jurídica, por medio de la Opinión Jurídica 
OJ-489-2025, del 3 de diciembre de 2025, señala que el 
proyecto de ley:

	 (…) fue cotejado a la luz de las implicaciones que podría 
tener respecto a las funciones, organización, y, sobre todo, 

6	 El proyecto de ley fue propuesto por las personas diputadas: Antonio 
José Ortega Gutiérrez, Rocío Alfaro Molina, Alejandro José Pacheco 
Castro, Alejandra Larios Trejos, Priscilla Vindas Salazar, Johnatan Jesús 
Acuña Soto, José Francisco Nicolás Alvarado, y Sofía Alejandra Guillén 
Pérez.

autonomía de raigambre constitucional que, como garantía 
de orden político, le asiste a la Universidad en su calidad 
de «Institución de Cultura Superior» (cfr. la relación de los 
artículos 84, 85 y 88 de la Constitución Política).

	 Realizado este análisis, se concluye que el proyecto sí 
genera un quebrantamiento del régimen constitucional 
de la Universidad. Lo anterior, por cuanto el artículo 84 
constitucional establece que la UCR tiene independencia 
para el desempeño de sus funciones y plena capacidad 
jurídica para darse su organización y gobierno propios. 
Siendo que, pues, el proyecto sí irrumpiría estos atributos.

	 Al imponerse mediante ley ordinaria que el LanammeUCR deba 
realizar funciones específicas de fiscalización7 aeroportuaria 
–entre otras–, el proyecto usurpa la potestad exclusiva 
de la Universidad para decidir qué hacen sus unidades 
académicas y de investigación, cómo se organizan y qué 
recursos se les destinan. Por ende, esta Asesoría estima que la 
reforma propuesta interfiere en la organización interna de la 
Universidad de Costa Rica, pues asigna al Laboratorio una serie 
de competencias y funciones sin haberse requerido su parecer.

	 Bien es cierto –de allí la lógica del artículo 88 constitucional 
en torno a la consulta obligatoria al Consejo Universitario–, 
que, el Estado, en el uso de sus atribuciones, podría querer 
depositar en las Universidad, por la vía de la transferencia 
de competencias, algún favor –determinada actividad o 
competencia– en beneficio o satisfacción del interés público. 
Es decir, una materia que, sin ser o sin estar dentro del ámbito 
de competencias autonómicas de la Universidad, pueda, 
dada la expertiz académica, ser apoyada o llevada adelante 
por la Universidad. Mas, lo que sucede es que el artículo 84 
constitucional restringe aquella potestad del Estado (nacida 
del órgano legislativo), en tanto a la Universidad no se le 
puede imponer, más bien ella puede oponerse, y el Estado 
debe acatar. Así, pues, sin el paccionamiento (sic) universitario 
(sin su voluntad propia) favorable, no hay transferencia8.

	 Casualmente, en lo que lleva relación con el LanammeUCR y 
el proyecto de ley que, en su día, motivó la aparición de la Ley 
No. 8114 del 4 de julio de 2001, Ley de simplificación y eficiencia 
tributarias, la Sala Constitucional conoció de una consulta 
legislativa facultativa de constitucionalidad hecha por un grupo 
de diputados de la República respecto a si, dicho proyecto, 
quebrantaba varias normas de la Constitución Política; en 
concreto, los artículos 33, 45, 79, 80, 88, 97, 167 y 190.

	 En relación con dos artículos de ese proyecto, el 5 y el 6, se 
consultó al órgano constitucional si ellos violentaban o no 

7	 Vid. lo apuntado en la nota trasanterior. 
8	 Cfr. lo que, sobre el particular, he desarrollado en Jeffry CHINCHILLA, La 

Universidad de Costa Rica: Posición jurídico-constitucional y autonomía 
universitaria (un asunto de entidad, no de grado), Tesis doctoral (inédita, de 
momento), Departamento de Derecho Público y de las Instituciones Jurídicas –
Área de Derecho Administrativo–, Universidad de Navarra, Pamplona, 2024, pp. 
320-331; especialmente lo visible entre pp. 327-331.  
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la autonomía universitaria, ya que conferían atribuciones al 
LanammeUCR que, de cierto, eran competencia propia del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Siendo además 
que –y así se hizo ver–, eventualmente, en caso de que la 
Universidad pudiera ejercer las competencias estatales que 
se le querían endilgar, lo haría voluntariamente mediante un 
acuerdo, pero nunca porque así lo estableciera, sin más, una ley 
del Estado9. Esos dos artículos, en su versión preliminar –esto es, 
aquella derivada del proyecto de ley en cuestión– establecían:

	 ARTÍCULO 5. (…) La suma correspondiente al tres por ciento 
(3%) será girada por la Tesorería Nacional al CONAVI para 
que este lo entregue a la Universidad de Costa Rica, para 
que los administre bajo la modalidad presupuestaria de 
fondos restringidos vigente en esa entidad universitaria, 
por medio de su Laboratorio Nacional de Materiales y 
Modelos Estructurales, quien velará por que estos recursos 
sean aplicados para garantizar la calidad en la red vial 
nacional, de conformidad con lo establecido en el artículo 
6 de la presente Ley. En virtud del destino específico que 
obligatoriamente se establece en esta Ley a los recursos 
destinados al Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos 
estructurales, se establece que tales fondos de ninguna 
manera afectarán a la Universidad de Costa Rica en lo 
que concierne a la distribución de las rentas que integran 
el Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación 
Superior, según las normas consagradas en el artículo 85 de 
la Constitución Política (…);

	 ARTÍCULO 6. De la fiscalización para garantizar la calidad 
de la red vial nacional. Para lograr la eficiencia de la 
inversión pública, el Laboratorio Nacional de Materiales 
y Modelos Estructurales de la Universidad de Costa 
Rica, realizará permanentemente las siguientes tareas: 
a) Programas de formación y acreditación a técnicos 
de laboratorio. b) Auditorias (sic) técnicas de proyectos 
en ejecución. c) Evaluación bienal de la totalidad de 
la red nacional pavimentada. d) Evaluación anual de 
las carreteras y puentes en concesión. e) Actualización 
de Manual de Especificaciones y publicación de una 
nueva edición (revisada y actualizada) cada diez años.  
f ) Auditorías técnicas a los laboratorios que trabajan para 
el sector vial. g) Asesoría técnica al jerarca superior de la 
Dirección de Vialidad del MOPT y al Ministro y Viceministro 
del sector. h) Ejecución y auspicio de programas de 
cursos de actualización y actividades de transferencia 
de tecnología dirigidas a ingenieros e inspectores.  
i) Programas de investigación acerca de los problemas de 
la infraestructura vial pavimentada del país. Del resultado 
final de las auditorías técnicas a proyectos en ejecución y de 
las evaluaciones que haga a la red nacional pavimentada 
y a las carreteras y puentes en concesión, el Laboratorio 

9	 Sobre el particular, conviene tener a la vista lo resuelto en la sentencia de la Sala 
Constitucional n.° 2642-2001 de las 14:30 horas del 4 de abril de 2001; Resultando 
n.° 2. 

Nacional de Materiales y Modelos Estructurales de la 
Universidad de Costa Rica informará, para lo que en derecho 
corresponda, a la Asamblea Legislativa, al Ministerio de la 
Presidencia, Ministerio de Obras Públicas y Transportes[,] a la 
Contraloría General de la República y a la Defensoría de los 
Habitantes10. (Subrayado y negrita propios).

 	 Al respecto, ¿Qué resolvió la Sala11? En el Considerando XI que 
transportó el título: Asignación de competencias al Laboratorio 
de Materiales y Modelos Constructivos (sic) [Estructurales] de 
la Universidad de Cota Rica, la Sala transcribió los artículos 
en discordia (el 5 y el 6, respectivamente), y concluyó que no 
procedía la forma imperativa que utilizaba el artículo 6, lo 
mismo que las funciones que se le asignaban al LanammeUCR, 
pues ello violentaba la autonomía universitaria12. Asimismo:

	 (…) la Sala Constitucional manifestó que tradicionalmente 
el LANAMME ha entrado en convenios con el Estado y 
con otras instituciones públicas para llevar a cabo —y así 
ejercer— funciones semejantes a las que, de mala manera, 
se le quieren ordenar con el artículo 6 cuestionado. Aquellas 
facultades o atribuciones podrían ser concurrentes con las 
cobijadas por la autonomía universitaria siempre y cuando 
no se le vinieran a «imponer» de manera unilateral; máxime 
tratándose de asuntos que además, por la naturaleza de su 
giro, resultaban ajenos a su quehacer ordinario13.

	 El Tribunal Constitucional costarricense terminó arguyendo 
que el Estado podía entrar en convenios con el Laboratorio 
para que este pudiera asumir las funciones que se enumeraban 
en aquel artículo 6, pero que sería la misma Universidad 
de Costa Rica, en el ejercicio pleno de su autonomía, la que 
determinaría las funciones que iba (o no) poder asumir como 
parte su gestión universitaria; y que en ese caso el Estado 
podría arropar los costos con los recursos establecidos en el 
artículo 5 de aquel proyecto consultado que no hacía más 
que girar fondos para fines específicos. De allí que terminó 
estimando inconstitucional el artículo 6 del proyecto14,15 .

	 (…)

	 Debe notarse, que, cualquier colaboración del Laboratorio, 
lo será no en el ámbito de la imposición o mera traslación 
de competencias de parte del Legislador –tal como se figura 
en el proyecto de ley propuesto–, sino sobre la base de un 
potencial entendimiento que derive de la posible celebración 
de convenios con el Estado para coordinar acciones con la 
Dirección General de Aviación Civil16.

10	 Sentencia n.° 2642-2001, op. cit., 2001; Considerando núm. XI.
11	 En la sentencia ya referida en las notas anteriores.
12	 Sentencia n.° 2642-2001, op.cit., 2001; Considerando No. XI.
13	 Sentencia n.° 2642-2001, op. cit., 2001; Considerando núm. XI.
14	 Sentencia n.° 2642-2001, op. cit., 2001; Considerando núm. XI.
15	 Análisis propio, tomado de Jeffry CHINCHILLA, op.cit., 2024, p. 331.
16	 Podría resultar esclarecedor al respecto, tener a la vista la vigente redacción de los 

artículos 5, 5 bis y 6 de la Ley No. 8114 del 4 de julio de 2001, Ley de simplificación y 
eficiencia tributarias; ley enmendada a partir de las apreciaciones hechas por la Sala 
Constitucional –en lo relativo a la autonomía de la Universidad– en la comentada 
consulta facultativa de constitucionalidad.

La Gaceta Universitaria 44 - 2026  11Sesión n.° 6977, martes 10 de marzo de 2026



4.	 Se recibió el criterio de la Escuela de Ingeniería Civil 
y del Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos 
Estructurales (LanammeUCR)17. En síntesis, se señala que:

4.1.	 Destaca la asignación de funciones específicas 
al LanammeUCR en relación con los activos de 
infraestructura tales como evaluación, desarrollo 
y revisión de normativa técnica, investigación 
aplicada, asesoría especializada al Consejo 
Técnico de Aviación Civil y a la Dirección General 
de Aviación Civil, programas de capacitación y 
transferencia tecnológica, así como la ejecución de 
auditorías técnicas y la creación de un mecanismo 
de financiamiento mediante la redistribución del 
tributo de salida del territorio nacional, con la 
asignación de una tasa de $1,50 a la Universidad de 
Costa Rica bajo modalidad de fondos restringidos, 
para ser ejecutados por el LanammeUCR.

4.2.	 En términos generales, se apoya la propuesta 
legislativa y a la Universidad de Costa Rica le satisface 
poder contribuir al país con los servicios que presta el 
laboratorio; no obstante, es de vital importancia tomar 
en cuenta lo expuesto por la Oficina Jurídica para 
llevar a cabo las respectivas modificaciones al texto 
del proyecto de ley. Adicionalmente, se proponen 
mejoras de carácter técnico en la redacción, tanto en 
las actividades de fiscalización para el LanammeUCR 
como en otros elementos, con el fin de que exista 
mayor claridad y comprensión de su alcance.

ACUERDA

Comunicar a la Asamblea Legislativa que la Universidad de 
Costa Rica recomienda aprobar el proyecto de ley denominado 
Fiscalización de la calidad de la infraestructura aeroportuaria, 
Expediente n.° 24.981, siempre y cuando se tomen en 
consideración los argumentos expuestos en los considerandos 
3 y 4, así como las sugerencias que se detallan en el Anexo 1. 
(Nota del editor: véase anexo a partir de la página 21).

La Universidad de Costa Rica queda en la mejor disposición de 
colaborar con el criterio de personas expertas para aportar en 
este proyecto de ley.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 9. El señor director, Dr. Keilor Rojas Jiménez, presenta 
la Propuesta Proyecto de Ley CU-170-2025 sobre el proyecto de 
ley denominado Ley para la inclusión tecnológica y digital de las 
personas adultas mayores, Expediente n.° 24.605.

17	 Oficios EIC-37-2026, del 14 de enero de 2026 (en el que se informa 
que el criterio de la Escuela de Ingeniería Civil es el mismo del 
LanammeUCR), y EIC-LANAMME-1064-2025, del 15 de octubre de 
2025.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 De conformidad con el artículo 8818 de la Constitución 
Política de la República de Costa Rica, la Comisión Permanente 
Especial de Ciencia, Tecnología y Educación de la Asamblea 
Legislativa, mediante el oficio AL-CPECTE-0397-2024, del 
28 de octubre de 2024, solicitó a la Universidad de Costa 
Rica emitir criterio sobre el proyecto de ley denominado 
Ley para la inclusión tecnológica y digital de las personas 
adultas mayores, Expediente n.° 24.605. Al respecto, la 
Rectoría, mediante el oficio R-6858-2024, del 30 de octubre 
de 2024, remitió a este Órgano Colegiado, para análisis, el 
proyecto en referencia.

2.	 El proyecto de ley19 tiene como finalidad garantizar que las 
personas adultas mayores puedan integrarse plenamente 
en la sociedad digital, mediante el acceso equitativo 
a tecnologías de la información y la comunicación, la 
capacitación en competencias digitales y la adaptación 
de servicios públicos digitales, con lo que contribuye a 
mejorar su calidad de vida, autonomía y participación 
social.

3.	 La Oficina Jurídica, por medio de la Opinión Jurídica  
OJ-455-2024, del 24 de diciembre de 2024, señaló:

	 (…) el artículo 5 ordena la adaptación de plataformas 
estatales para facilitar el acceso a servicios públicos digitales 
de este grupo. En dicho sentido, todas las instituciones del 
Estado deberán adaptar sus plataformas y servicios digitales 
para garantizar su accesibilidad a las personas adultas 
mayores. Estas plataformas deberán incluir:

1-	 Interfaces simplificadas con opciones de letras grandes 
y asistencia en línea, con opción de audio y video 
tutorial.

2-	 Opciones de navegación accesibles para personas con 
discapacidades visuales o auditivas.

3-	 Línea de asistencia telefónica para apoyar y asesorar 
a las personas adultas mayores en la realización de 
trámites en línea.

4-	 Cualquier otra herramienta tecnológica que facilite la 
accesibilidad de las plataformas y servicios.

	 Considerando lo propuesto en el artículo 5 sobre la obligación 
de las instituciones del Estado de adaptar sus plataformas 
y servicios digitales de forma que sean accesibles a las 

18	 ARTÍCULO 88.- Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos 
a las materias puestas bajo la competencia de la Universidad de Costa Rica y 
de las demás instituciones de educación superior universitaria, o relacionadas 
directamente con ellas, la Asamblea Legislativa deberá oír previamente al Consejo 
Universitario o al órgano director correspondiente de cada una de ellas.

19	 Propuesto por las diputadas Priscilla Vindas Salazar, Rocío Alfaro Molina y 
Sofia Alejandra Guillén Pérez; y por los diputados Johnatan Jesús Acuña Soto y 
Andrés Ariel Robles Barrantes.
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personas adultas mayores, se podría considerar que sí hay 
incidencia en el ámbito financiero de la institución por 
cuanto la modificación de los sitios web implicaría un gasto.

	 Sin embargo, se estima que la propuesta de ley es consecuente 
con los principios regulados en los artículos 3, 4, 5, 7 y 8 del 
Estatuto Orgánico, ya que promueve la inclusión social, la 
extensión universitaria y el uso del conocimiento académico 
para transformar la sociedad, atendiendo las necesidades 
de un grupo vulnerable como las personas adultas mayores, 
por lo que no habría injerencia en la autonomía de esta 
Institución.

	 III. Conclusiones.

	 A partir del análisis previo, esta Oficina concluye que el 
proyecto de ley es consecuente con los principios que 
promueve la Universidad de Costa Rica, pero corresponde al 
Consejo Universitario valorar si apoya o no la propuesta de ley.

4.	 Se recibieron observaciones respecto al proyecto de 
ley en cuestión por parte del Centro de Investigación 
Observatorio del Desarrollo20, del Centro de Informática21, 
del Programa Institucional para la Persona Adulta y Adulta 
Mayor22 y del Programa de Posgrado en Gerontología23, las 
cuales se sintetizan a continuación:

4.1.	 El Centro de Investigación Observatorio del 
Desarrollo considera que el proyecto representa un 
avance significativo en la promoción de los derechos 
digitales de las personas adultas mayores. Destaca su 
relevancia en el contexto actual, donde solo el 57,9 % 
de las personas mayores de 65 años usaban internet 
en el año 2021, según datos del Instituto Nacional de 
Estadística y Censos.

	 Además, el proyecto se alinea con la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores (Ley n.º 9394), 
especialmente en lo relativo al artículo 20 sobre 
el derecho a la educación en tecnologías de la 
información y comunicación.

	 Las siguientes son las observaciones sobre áreas de 
mejora para la propuesta:

a)	 Fortalecer definiciones (artículo 2): se 
recomienda ampliar el marco conceptual 
del proyecto mediante la incorporación de 
términos clave, como “personas adultas mayores 
en condición de vulnerabilidad digital”, el 
cual permite identificar a quienes enfrentan 
barreras estructurales para el acceso a las TIC, y 

20	 Oficio CIOdD-10-2025, del 27 de enero de 2025.
21	 Oficio CI-111-2025, del 29 de enero de 2025.
22	 Oficio VAS-PIAM-70-2025, del 20 de junio de 2025.
23	 Oficio PPGer-87-2025, del 25 de junio de 2025.

“aprendizaje intergeneracional”, como estrategia 
que fomenta el intercambio de saberes entre 
generaciones, a fin de fortalecer la inclusión 
social y el capital comunitario.

b)	 Indicadores de evaluación (artículo 12): es 
fundamental establecer indicadores específicos 
que permitan medir el impacto real del Programa 
Nacional de Alfabetización Digital. Estos deben 
incluir variables como cobertura geográfica, 
número de personas capacitadas, frecuencia de 
uso de servicios digitales, niveles de autonomía 
tecnológica y percepción de utilidad, con el 
fin de garantizar una evaluación continua, 
transparente y basada en evidencia.

c)	 Referencia explícita a la Convención 
Interamericana (Ley n.º 9394): se sugiere 
incorporar de forma directa esta convención 
en el articulado del proyecto, para reforzar su 
fundamento jurídico internacional y asegurar 
la coherencia normativa con los compromisos 
asumidos por el Estado costarricense en materia 
de derechos humanos.

d)	 Criterios para la ubicación de Centros de 
Inclusión Digital Comunitaria (artículo 6): la 
instalación de estos centros debe responder a 
criterios técnicos y sociales que prioricen zonas 
con alta concentración de personas adultas 
mayores en condición de vulnerabilidad, 
especialmente en áreas rurales, comunidades 
con bajo acceso a conectividad y regiones con 
menor infraestructura tecnológica.

e)	 Infraestructura adaptada: se recomienda que 
los centros cuenten con condiciones físicas 
y tecnológicas adecuadas para las personas 
adultas mayores, las cuales incluyan mobiliario 
ergonómico, dispositivos accesibles (pantallas 
grandes, teclados adaptados y software de 
asistencia), señalización clara, iluminación 
apropiada y espacios seguros que faciliten la 
movilidad y el aprendizaje.

f )	 Terminología: es importante uniformar el uso 
del término “personas adultas mayores” en todo 
el texto del proyecto, en concordancia con los 
estándares internacionales y el enfoque de 
derechos humanos, con el objetivo de evitar 
expresiones como “adultos mayores” o “personas 
mayores” que pueden resultar ambiguas o 
excluyentes.

g)	 Justificación social: la inclusión tecnológica y 
digital de las personas adultas mayores no debe 
entenderse únicamente como una cuestión 
de justicia y garantía de derechos humanos, 
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sino también como una oportunidad para 
fortalecer el desarrollo social del país. Al facilitar 
su acceso a las tecnologías de la información y 
la comunicación, se contribuye directamente 
a mejorar su calidad de vida, promover su 
participación activa en la sociedad y permitir que 
compartan su experiencia y sabiduría con otras 
generaciones. Este proceso no solo beneficia a 
las personas adultas mayores, sino que también 
enriquece el tejido social y fomenta la cohesión 
intergeneracional, generando comunidades más 
solidarias, inclusivas y resilientes.

h)	 Consideraciones presupuestarias: la reforma 
propuesta al artículo 15 de la Ley n.º 7972, que 
incorpora la alfabetización digital como una línea 
financiable dentro del Plan de Protección Social, 
representa un avance positivo en términos 
de reconocimiento institucional y jurídico 
de esta necesidad. No obstante, se considera 
fundamental establecer mecanismos adicionales 
que garanticen la sostenibilidad financiera 
del programa a largo plazo, especialmente 
en un contexto de creciente envejecimiento 
poblacional y limitaciones presupuestarias. Esto 
implica no solo asegurar recursos iniciales, sino 
también prever fuentes complementarias de 
financiamiento, como alianzas público-privadas, 
cooperación internacional y fondos específicos 
para innovación social, que permitan mantener 
la calidad, cobertura y continuidad de las 
acciones propuestas.

4.2	 El Centro de Informática considera que el proyecto 
de ley representa una iniciativa pertinente y de 
alto impacto social, especialmente en el contexto 
del envejecimiento poblacional en Costa Rica. La 
propuesta es valorada positivamente en tanto 
promueve la inclusión digital de las personas 
adultas mayores, y se reconoce su potencial para 
mejorar el acceso a servicios, fortalecer la autonomía 
tecnológica y reducir la brecha digital. No obstante, 
su apoyo está condicionado a la incorporación de 
una serie de observaciones técnicas que buscan 
garantizar la eficacia, accesibilidad y sostenibilidad 
del proyecto.

	 A continuación, se presentan los señalamientos y las 
propuestas orientados a fortalecer distintos aspectos 
de la iniciativa legislativa, con el fin de mejorar su 
alcance, efectividad y coherencia técnica:

a)	 Artículo 2. Definiciones: se recomienda ampliar las 
definiciones incluidas en el proyecto, por medio 
de la incorporación de lo siguiente:

•	 La posibilidad de que personas con 
grado técnico o estudiantes actúen como 
mentoras digitales, bajo supervisión 
profesional.

•	 La inclusión de personas adultas mayores 
con conocimientos tecnológicos como 
mentoras, a fin de promover el aprendizaje 
entre pares.

•	 Una definición más robusta de 
alfabetización digital que contemple el 
uso de tecnologías emergentes y servicios 
digitales.

b)	 Artículo 3. Programa nacional de alfabetización 
digital: se propone modificar el nombre del 
artículo para especificar que está dirigido a 
personas adultas mayores. Además, se sugiere 
incluir objetivos adicionales como:

•	 La creación de redes intergeneracionales.

•	 La protección contra fraudes financieros.

•	 El aseguramiento del acceso a plataformas 
estatales y de uso masivo.

c)	 Artículo 4. Instructores y voluntarios: se 
recomienda ampliar el perfil de quienes realizan 
voluntariado para incluir personas adultas 
mayores con capacidades comprobadas en el 
uso de tecnologías, con lo cual se reconoce su 
experiencia y se promueve su participación 
activa.

d)	 Artículo 5. Servicios públicos digitales inclusivos: se 
propone que el diseño de plataformas digitales 
estatales incorpore principios de:

•	 Diseño universal.

•	 Experiencia de usuario.

•	 Interfaces accesibles desde su concepción. 
Asimismo, se recomienda aplicar normas 
y directrices emitidas por el Ministerio 
de Ciencia, Innovación, Tecnología y 
Telecomunicaciones y el Consejo Nacional 
de Personas con Discapacidad sobre 
accesibilidad digital.

e)	 Artículo 6. Centros de Inclusión Digital Comunitaria: 
se sugiere que los talleres sean impartidos por 
personal capacitado en enseñanza a personas 
adultas mayores, el cual también cuente con 
formación en tecnología, gerontología y 
didáctica adaptada.

f )	 Artículo 7. Acceso preferente a equipos 
tecnológicos: se observa que el artículo menciona 
únicamente planes de internet, por lo que se 
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recomienda incluir explícitamente la provisión 
de equipos tecnológicos. Además, se sugiere 
incorporar entidades como la Superintendencia 
de Telecomunicaciones y el Fondo Nacional 
de Telecomunicaciones, y desarrollar planes 
específicos para personas adultas mayores que 
no residen en centros institucionales.

g)	 Artículo 8. Telemedicina inclusiva: se propone 
fortalecer la redacción del artículo para establecer 
plazos claros y exigibles. También se recomienda 
que las plataformas de telemedicina incorporen 
principios de diseño inclusivo y lenguaje 
accesible, a fin de facilitar la comprensión de 
términos médicos y promover la autonomía de 
las personas adultas mayores.

h)	 Artículo 9. Protección contra el fraude digital: se 
sugiere ampliar el contenido del artículo para 
incluir temas de higiene digital, navegación 
segura y uso responsable de plataformas. 
Además, se recomienda involucrar a 
universidades en campañas de capacitación y 
proponer mecanismos de vigilancia financiera y 
seguros especializados para esta población.

i)	 Observaciones sobre los transitorios: se considera 
que los plazos establecidos en los transitorios 
II y III (12 meses) son insuficientes para la 
implementación efectiva de los servicios 
públicos digitales inclusivos, los centros 
comunitarios y los programas de telemedicina. 
Se recomienda ampliar dichos plazos a 18 o 24 
meses, en atención a la complejidad técnica, 
presupuestaria y legal que implica su ejecución.

4.3.	 El Programa Institucional para la Persona Adulta y 
Adulta Mayor (PIAM) considera que el proyecto de 
ley aborda una problemática de alta relevancia en 
la agenda política nacional, al proponer medidas 
orientadas a reducir la brecha digital y mitigar los 
riesgos tecnológicos que enfrentan las personas 
adultas mayores. Reconoce que la iniciativa se 
alinea con el compromiso país hacia esta población 
y valora positivamente su enfoque intersectorial 
e interinstitucional. No obstante, el PIAM advierte 
sobre riesgos operativos y financieros que deben 
ser atendidos para garantizar la viabilidad y 
sostenibilidad del proyecto.

	 Además, respalda la intención del proyecto y 
coincide en la necesidad de establecer políticas 
públicas que promuevan el acceso equitativo a las 
tecnologías de la información y la comunicación para 
las personas adultas mayores. Sin embargo, señala 
que la propuesta requiere ajustes importantes en 
la definición de responsabilidades institucionales 

y en el diseño presupuestario, con el propósito de 
evitar impactos negativos en programas sociales 
existentes.

	 Aspectos que considerar para el fortalecimiento del 
proyecto:

a)	 Falta de delimitación clara de roles institucionales: 
aunque el proyecto identifica a las entidades 
responsables de su ejecución, no establece con 
precisión las funciones específicas de cada una. 
Esta indefinición podría dificultar la coordinación 
interinstitucional y comprometer la eficacia 
operativa del programa.

b)	 Modificación presupuestaria sin aumento de 
recursos (Ley n.º 7972): resulta preocupante que 
la incorporación de proyectos de alfabetización 
digital al presupuesto del Consejo Nacional de 
la Persona Adulta Mayor no venga acompañada 
de un aumento proporcional en los recursos 
disponibles. Esta situación podría comprometer 
la capacidad institucional para atender otras 
áreas prioritarias, como la pobreza, el abandono 
y la vulnerabilidad social, especialmente en 
un contexto de envejecimiento poblacional 
acelerado que exige una mayor inversión en 
programas de atención integral.

	 Los fondos actuales ya se destinan a atender 
situaciones complejas como vulnerabilidad, 
abandono, pobreza y pobreza extrema. En un 
contexto de envejecimiento poblacional acelerado, 
existe el riesgo de que esta redistribución 
presupuestaria afecte la atención de necesidades 
fundamentales y debilite la capacidad de respuesta 
institucional.

4.4.	 El Programa de Posgrado en Gerontología considera 
que el proyecto de ley presenta limitaciones 
significativas en su diseño estructural, viabilidad 
económica y enfoque conceptual. Reconoce la 
importancia de promover la inclusión digital 
de las personas adultas mayores, pero advierte 
que la propuesta no contempla adecuadamente 
las condiciones reales de esta población ni sus 
necesidades prioritarias. Desde una perspectiva 
especializada en gerontología, el criterio enfatiza la 
urgencia de atender de forma integral los factores 
que inciden en la calidad de vida de las personas 
adultas mayores, y señala que el proyecto podría 
generar efectos adversos, especialmente en grupos 
en situación de vulnerabilidad.

	 El posgrado se pronuncia en desacuerdo con 
el proyecto de ley, argumentando que su 
implementación podría comprometer recursos 
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esenciales destinados a programas sociales 
existentes, sin garantizar una respuesta efectiva a 
los desafíos estructurales que enfrenta la población 
adulta mayor en Costa Rica.

	 Principales argumentos en contra:

a)	 Presupuesto y viabilidad económica insuficiente: 
se cuestiona la sostenibilidad financiera 
del proyecto, dado que no se justifica 
adecuadamente la inversión requerida en 
capacitación, infraestructura tecnológica 
y adquisición de dispositivos. Además, se 
advierte que la reasignación de recursos podría 
afectar negativamente programas sociales 
ya establecidos para la atención de personas 
adultas mayores.

b)	 Barreras de accesibilidad y usabilidad tecnológica: 
el proyecto no contempla planes claros para 
adaptar los contenidos y metodologías a la 
diversidad de condiciones académicas, físicas, 
cognitivas y emocionales que caracterizan a esta 
población, lo que podría limitar su participación 
efectiva.

c)	 Priorización de recursos frente a otras necesidades 
urgentes: se destaca la necesidad de atender 
problemáticas estructurales como la violencia, 
el abandono, el subregistro de casos y la falta de 
sistemas integrales de atención, que requieren 
una intervención inmediata y coordinada.

d)	 Salud mental y física: el aumento de enfermedades 
crónicas y síndromes geriátricos demanda una 
respuesta especializada e interinstitucional. Se 
propone fortalecer la infraestructura hospitalaria 
y crear espacios comunitarios que promuevan 
la salud mental, la socialización y la resiliencia 
ante situaciones como la soledad no deseada, la 
depresión y el suicidio.

e)	 Infraestructura física inadecuada: se señala 
que los entornos urbanos y rurales no están 
diseñados para el tránsito seguro de personas 
adultas mayores. Se recomienda incorporar 
criterios de gerontología ambiental en el diseño 
de calles, aceras, parques y espacios públicos.

f )	 Pobreza y seguridad económica: se considera 
urgente el rediseño del sistema de pensiones 
y la creación de un modelo de atención a la 
pobreza en la vejez, centrado en la dignidad y 
basado en evidencia científica que responda 
a las condiciones reales de distintos grupos 
poblacionales.

g)	 Riesgo de exclusión de subgrupos vulnerables: el 
proyecto podría profundizar la brecha digital 

en poblaciones indígenas, rurales, en pobreza 
extrema o con bajos niveles de escolaridad, lo 
cual generaría inequidades en el acceso a los 
beneficios propuestos.

h)	 Resistencia cultural y psicológica: se identifican 
factores como el miedo, la falta de interés y la 
resistencia al uso de tecnología en personas 
adultas mayores. Se considera indispensable 
incorporar un proceso de sensibilización con 
enfoque gerontológico, ausente en la propuesta 
actual.

i)	 Obsolescencia tecnológica y sostenibilidad: uno 
de los aspectos que requiere atención es la falta 
de previsión respecto a la rápida evolución de las 
tecnologías digitales. El proyecto no contempla 
mecanismos para la actualización periódica 
de los equipos ni estrategias para enfrentar 
la obsolescencia tecnológica, lo cual podría 
comprometer la continuidad y efectividad 
del programa en el mediano y largo plazo. 
Para garantizar su sostenibilidad, es necesario 
incorporar medidas que aseguren la renovación 
de infraestructura y dispositivos conforme a los 
avances del entorno digital.

ACUERDA

Comunicar a la Asamblea Legislativa, por medio de la Comisión 
Permanente de Ciencia, Tecnología y Educación, que la 
Universidad de Costa Rica recomienda aprobar el proyecto 
denominado Ley para la inclusión tecnológica y digital de las 
personas adultas mayores, Expediente n.° 24.605, siempre 
y cuando se incorporen las observaciones señaladas en el 
considerando 4.

La Universidad de Costa Rica queda en la mejor disposición de 
colaborar con el criterio de personas expertas para aportar en 
este proyecto de ley.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 10. El Consejo Universitario ACUERDA modificar el 
orden del día para pasar a la Propuesta de Miembros CU-2-2026 
sobre la propuesta de modificación a los artículos 29 y 47 del 
Reglamento de la Junta Administradora del Fondo de Ahorro y 
Préstamo de la Universidad de Costa Rica.

ARTÍCULO 11. El Mag. Hugo Amores Vargas, la Srta. María 
Paula Fonseca Marín, el Sr. Nickolas José Guevara Díaz, el  
Dr. Francisco Guevara Quiel, el Dr. Keilor Osvaldo Rojas Jiménez, el  
Ph. D. Sergio Salazar Villanea, la Ph. D. Carolina Santamaría Ulloa, 
la Dra. Natalia Solano Meza, la Dra. Ilka Treminio Sánchez y el 
Ing. Olman Vargas Zeledón presentan la Propuesta de Miembros 
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CU-2-2026 sobre la propuesta de modificación a los artículos 
29 y 47 del Reglamento de la Junta Administradora del Fondo de 
Ahorro y Préstamo de la Universidad de Costa Rica.

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.	 La Ley n.° 4273, titulada Ley Junta Administradora del Fondo 
de Ahorro y Préstamo de la Universidad de Costa Rica, en el 
artículo 1, inciso 2, apartados a) y d), señala lo siguiente:

	 Artículo 1.- (…) 2) Competerá a la Junta:

a.	 Dirigir y administrar el Fondo de Ahorro y Préstamo, 
conforme con la reglamentación que a efecto 
establezca el Consejo Universitario.

d.	 Realizar operaciones de Préstamo y de descuentos a 
favor de los profesores y empleados administrativos 
de la Universidad, con la simple garantía de su fondo 
patrimonial acumulado, conforme a la reglamentación 
que establezca el Consejo Universitario [énfasis 
añadido].

2.	 El Reglamento de la Junta Administradora del Fondo de 
Ahorro y Préstamo de la Universidad de Costa Rica dispone 
lo siguiente:

	 Artículo 3. Objetivos de la JAFAP. Además de los establecidos 
en la Ley de Creación de la Junta Administradora del Fondo 
de Ahorro y Préstamo, serán objetivos de la JAFAP: (…)

c.	 Promover y orientar sobre el buen uso de los ahorros y 
los préstamos a las personas afiliadas.

d.	 Procurar un equilibrio entre el fortalecimiento del 
Fondo y el beneficio integral de las personas afiliadas.

f.	 Llevar a cabo acciones de ayuda solidaria dirigidas 
a personas afiliadas con situaciones calificadas o 
especiales.

	 Artículo 29. Uso y aplicación de los recursos. Los recursos 
del Fondo de Ahorro Obligatorio Individual pertenecen 
exclusivamente a las personas afiliadas; no pueden ser 
traspasados o utilizados con propósito distinto a los 
contemplados en la Ley de Creación de la JAFAP y en este 
reglamento, y únicamente serán entregados en caso de 
finalización de la relación laboral. No obstante, estos 
recursos deben mantenerse como fondo de garantía para 
responder a las obligaciones económicas contraídas por la 
persona afiliada con el Fondo mismo según lo establecido en 
el artículo 49 de este reglamento.

	 Artículo 47. Fondo de ahorro obligatorio individual. El 
Fondo de Ahorro Obligatorio Individual se considerará en 
todo momento como una garantía de la JAFAP, cuando se 
adquieran préstamos sobre los ahorros obligatorios. Una 

vez firmada la solicitud de préstamo por parte de la persona 
afiliada, la JAFAP quedará automáticamente autorizada 
para recuperar la deuda en cuestión con el Fondo de ahorro 
obligatorio individual, en caso de retiro o de muerte de la 
persona afiliada.

3.	 Desde el 2020, producto de la pandemia por COVID-19, 
la situación financiera del personal universitario ha 
sufrido cambios negativos en virtud de factores tales 
como dificultades que enfrentan quienes tienen deudas 
con la Junta Administradora del Fondo de Ahorro y 
Préstamo de la Universidad de Costa Rica (JAFAP) por 
distintas situaciones, entre ellas: desempleo de alguna 
de las personas de su núcleo familiar, apoyo económico 
a personas familiares directas e indirectas, modernización 
de equipos de cómputo para trabajar (disposiciones de 
equipo y espacio según la normativa institucional para 
el teletrabajo), se limitó la oportunidad para trabajar 
fuera de la jornada laboral, tanto dentro de la Institución 
(disminución del pago de horas extras por restricciones 
presupuestarias) como fuera de ella (contracción del 
mercado), estancamiento de los salarios (son varios años 
sin aumento), entre otras.

4.	 Para atender estas situaciones, desde el 2020, el 
Consejo Universitario ha aprobado varias iniciativas 
a fin de favorecer a las personas que tienen créditos 
con la JAFAP: disminución de las tasas de interés de 
créditos formalizados (ahora vigentes hasta el 2027, 
de mantenerse las condiciones actuales en el mercado 
financiero), nuevos productos de crédito y tasas menores 
para estos, simplificación de líneas de crédito, moratoria, 
utilización del aporte obrero para la reestructuración de 
deudas contraídas con la JAFAP, disminución en las tasas 
de interés de los ahorros voluntarios, así como la adopción 
de un tope para dichos ahorros (para disminuir el costo 
financiero provocado por la diferencia entre las tasas que 
se pagan por inversión en el mercado y lo que se paga a las 
personas afiliadas), entre otros.

5.	 La problemática financiera para el personal universitario 
continúa, aun en este momento el salario sigue estancado 
puesto que la Administración ha informado que:

	 (…) existe un proceso contencioso en contra de la aplicación 
de esta ley [n.° 9635] a las Universidades públicas, el cual 
está pendiente de resolución. No obstante, mientras no haya 
pronunciamiento al respecto, resulta propicio –conveniente– 
aplicar la norma de manera precautoria, por lo que operaría 
el tope salarial del artículo 41 (OJ-250-2025).

6.	 Se estima de vital importancia buscar posibles soluciones 
que contribuyan a la estabilización de la situación 
financiera de las personas que tienen deudas con la JAFAP, 
medidas que están al alcance de este Órgano Colegiado.
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7.	 La legislación nacional que regula el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social ha variado 
en el tema de las jubilaciones y los años de servicio que debe tener una persona funcionaria para poder retirar sus ahorros 
obligatorios en la JAFAP han pasado de ser 25 o 30 (tiempo promedio hasta, aproximadamente, el año 2015-2020), hasta 40 años 
o más (con las variaciones a las leyes). Por ejemplo, si una persona ingresa con 18 años a trabajar en la Universidad, en el caso de 
ser hombre, para jubilarse (si no cambian las leyes) debe trabajar, aproximadamente, 47 años, todos como afiliado de la JAFAP; 
en el caso de una mujer, serían 45 años. Esta realidad dista mucho de la que se tuvo en mente cuando se aprobó la Ley n.° 4273.

8.	 Las reformas normativas que se presentan a continuación están acordes con la Ley n.° 4273 y no comprometen las finanzas de 
la JAFAP puesto que las personas que tendrían derecho a optar por su aplicación deberán contar con los años de servicio que 
—hasta antes de la reforma a las leyes de pensiones del Magisterio Nacional y de la Caja Costarricense de Seguro Social— eran 
los que, en promedio, se aportaban a la JAFAP (entre 25 y 30 años de servicio).

9.	 Un aspecto relevante a tomar en cuenta es que, de aplicarse dicha normativa, la JAFAP no tendría que pagar excedentes sobre 
lo que se use para cancelar los créditos.

10.	 Desde el 2018, la JAFAP ha tenido algunas dificultades para cumplir con la meta del presupuesto de colocación de créditos, lo 
cual se acrecentó con la llegada de la pandemia por COVID-19 en el 2020 y años posteriores, inclusive el 2024. Con esta medida, 
las personas funcionarias que opten por una reestructuración de deudas y califiquen dentro de los estándares como sujetos de 
crédito, podrían verse incentivadas a gestionar nuevos créditos con la JAFAP y realizar inversiones que en este momento no son 
viables.

11.	 Otro de los casos que ha sido objeto de análisis en el Consejo Universitario es el de personas afiliadas que están en mora con la 
JAFAP por situaciones calificadas, entre ellas, embargos, pensiones alimenticias, problemas prolongados de salud, situaciones 
que afectan gravemente la habitación familiar u otros que comprometen la capacidad de pago de la persona afiliada, por lo que 
en esta propuesta también se contemplan estos escenarios.

ACUERDA

1.	 Realizar un pase a la Comisión de Asuntos Financieros y Presupuestarios para que analice la siguiente propuesta de modificación 
a los artículos 29 y 47 del Reglamento de la Junta Administradora del Fondo de Ahorro y Préstamo de la Universidad de Costa Rica, a 
fin de que se lean de la siguiente manera:

Texto actual Propuesta de modificación

Artículo 29. Uso y aplicación de los recursos. Los recursos 
del Fondo de Ahorro Obligatorio Individual pertenecen 
exclusivamente a las personas afiliadas; no pueden ser traspasados 
o utilizados con propósito distinto a los contemplados en la Ley 
de Creación de la JAFAP y en este reglamento, y únicamente 
serán entregados en caso de finalización de la relación laboral. 
No obstante, estos recursos deben mantenerse como fondo de 
garantía para responder a las obligaciones económicas contraídas 
por la persona afiliada con el Fondo mismo según lo establecido en 
el artículo 49 de este reglamento.

Artículo 29: Uso y aplicación de los recursos del Fondo de 
Ahorro Obligatorio Individual Acumulado. Los recursos del 
Fondo de Ahorro Obligatorio Individual Acumulado pertenecen 
exclusivamente a las personas afiliadas; no pueden ser traspasados 
o utilizados con propósito distinto a los contemplados en la Ley 
de Creación de la JAFAP y en este reglamento, y únicamente 
serán entregados en caso de finalización de la relación laboral. 
No obstante, estos recursos deben mantenerse como fondo de 
garantía para responder a las obligaciones económicas contraídas 
por la persona afiliada con el Fondo mismo según lo establecido en 
el artículo 49 de este reglamento. 

Estos recursos no podrán ser cedidos, traspasados ni utilizados 
con propósitos distintos a los establecidos en la Ley n.° 4273 y 
en este Reglamento.

El Fondo de Ahorro Obligatorio Individual Acumulado será 
liquidado y entregado, únicamente, en caso de finalización de 
la relación laboral.
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Texto actual Propuesta de modificación

Las personas que hayan mantenido la condición de afiliadas a 
la JAFAP durante 25 años o más podrán restructurar sus deudas 
con el Fondo y aplicar hasta el 80% de su Fondo de Ahorro 
Obligatorio Individual Acumulado al saldo de los créditos que 
posean con la JAFAP, independientemente del tipo de garantía 
otorgada en dichos créditos.

Las personas que hayan mantenido la condición de afiliadas 
durante 30 años o más podrán restructurar sus deudas con el 
Fondo y aplicar hasta el 100 % de su Fondo de Ahorro Obligatorio 
Individual Acumulado al saldo de los créditos que posean con la 
JAFAP, independientemente del tipo de garantía otorgada en 
dichos créditos.

Es entendido que la persona afiliada solo puede ejecutar uno de 
los dos beneficios antes referidos de modo tal que, si la persona 
afiliada opta por hacer uso de dicho beneficio al cumplir 25 años 
de pertenencia a la JAFAP, no podrá utilizar el beneficio previsto 
para las personas afiliadas que cumplan 30 años de pertenencia.

En ambos casos, el Fondo de Ahorro Obligatorio Individual 
Acumulado deberá aplicarse en el siguiente orden de prelación: 
en primer lugar, a los créditos otorgados con garantía de 
aportes; en segundo lugar, a los créditos otorgados con garantía 
fiduciaria; en tercer lugar, a los créditos otorgados con garantía 
prendaria; y, finalmente, a los créditos garantizados con garantía 
hipotecaria.

Las personas afiliadas que entren en mora con la JAFAP debido 
a circunstancias sobrevenidas, tales como: embargos, pensiones 
alimenticias, problemas prolongados de salud, situaciones que 
afecten gravemente la habitación familiar u otros de similar 
naturaleza y gravedad que afecten la capacidad de pago de la 
persona afiliada, podrán solicitar a la JAFAP que se aplique hasta 
el 50 % de su Fondo de Ahorro Obligatorio Individual Acumulado 
al saldo de los créditos que estén morosos, independientemente 
del tipo de garantía otorgada en dichos créditos.

En tal caso, el Fondo de Ahorro Obligatorio Individual Acumulado 
se aplicará en el siguiente orden de prelación: en primer lugar, a 
los créditos otorgados con garantía de aportes; en segundo lugar, 
a los créditos otorgados con garantía fiduciaria; en tercer lugar, a 
los créditos otorgados con garantía prendaria y, finalmente, a los 
créditos garantizados con garantía hipotecaria.

Es entendido que el beneficio antes referido queda condicionado 
a que la persona afiliada acredite, ante la JAFAP, en forma 
adecuada, suficiente y en cumplimiento de los requisitos 
dispuestos por la Junta Directiva, la causal en el que fundamenta 
su solicitud.
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Texto actual Propuesta de modificación

Artículo 47. Fondo de ahorro obligatorio individual. El Fondo 
de Ahorro Obligatorio Individual se considerará en todo momento 
como una garantía de la JAFAP, cuando se adquieran préstamos 
sobre los ahorros obligatorios. Una vez firmada la solicitud de 
préstamo por parte de la persona afiliada, la JAFAP quedará 
automáticamente autorizada para recuperar la deuda en cuestión 
con el Fondo de ahorro obligatorio individual, en caso de retiro o 
de muerte de la persona afiliada.

Artículo 47: Fondo de Ahorro Obligatorio Individual 
Acumulado. El Fondo de Ahorro Obligatorio Individual Acumulado 
se considerará, en todo momento, como una garantía de todos 
los créditos que la persona afiliada adquiera con la JAFAP, 
cuando se adquieran préstamos sobre los ahorros obligatorios. 
independientemente de la garantía que se haya otorgado. Una 
vez firmada la solicitud de préstamo por parte de la persona afiliada, 
la JAFAP quedará automáticamente autorizada para recuperar la 
deuda en cuestión con el Fondo de Ahorro Obligatorio Individual 
Acumulado, en caso de retiro finalización de la relación laboral o 
de muerte de la persona afiliada.

2.	 Solicitar a la Comisión de Asuntos Financieros y Presupuestarios que realice un estudio actuarial que determine los posibles 
efectos financieros de la reforma planteada, y que se consulte a la Oficina Jurídica su factibilidad legal.

ACUERDO FIRME.

ARTÍCULO 12. La Comisión de Administración Universitaria y Cultura Organizacional presenta el Dictamen CAUCO-13-2025 en torno 
a analizar la pertinencia de realizar una reforma integral al Reglamento de la Universidad de Costa Rica en contra de la discriminación, 
para consulta. (Nota del editor: esta reforma integral se publicó en consulta en el Alcance a La Gaceta Universitaria 19-2026, del 13 
de marzo de 2026).

ARTÍCULO 13. El Consejo Universitario ACUERDA modificar el orden del día para pasar a la visita del DEA Pascal Olivier Girot 
Pignot, director de la Escuela de Geografía, quien presentará los alcances de la propuesta de creación del Centro de Investigaciones 
Geográficas.

ARTÍCULO 14. El Consejo Universitario ACUERDA ampliar el tiempo de la sesión hasta las trece horas. 

ARTÍCULO 15. El Consejo Universitario recibe al DEA Pascal Olivier Girot Pignot, director de la Escuela de Geografía, quien presentará 
los alcances de la propuesta de creación del Centro de Investigaciones Geográficas. Le acompaña el Dr. Adolfo Quesada Román, 
coordinador de la Comisión de Investigación de dicha escuela.

Dr. Keilor Rojas Jiménez
Director

Consejo Universitario
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ANEXO 1 
ARTÍCULO 8

Propuesta Proyecto de Ley CU-37-2026

Con el propósito de facilitar el análisis de las modificaciones 
propuestas, tanto a la justificación como al articulado, este anexo 
incorpora las observaciones y sugerencias de modificación. 
Estas van destacadas en formato negrita y subrayado o, en los 
casos correspondientes, mediante texto tachado cuando la 
propuesta corresponda a una eliminación.

PROYECTO DE LEY 
FISCALIZACIÓN DE LA CALIDAD DE LA 
INFRAESTRUCTURA AEROPORTUARIA

Expediente n.º 24.981, ASAMBLEA LEGISLATIVA:

La calidad de la infraestructura aeroportuaria de Costa Rica es 
un factor determinante para el crecimiento económico y social 
del país. Su impacto va más allá de la simple conectividad, ya 
que juega un papel clave en el desarrollo de sectores como 
el turismo, el comercio y la inversión extranjera. En un país 
donde el 93% de los turistas internacionales llega por vía 
aérea, es esencial que los aeropuertos operen con los más 
altos niveles de calidad y seguridad. No obstante, actualmente 
existen importantes desafíos relacionados con la gestión, 
mantenimiento, control y verificación de la calidad de esta 
infraestructura, lo que afecta su capacidad para cumplir con las 
demandas crecientes y los estándares internacionales.

Los aeropuertos costarricenses, aunque estratégicos, enfrentan 
problemas relacionados con el envejecimiento de sus instalaciones 
y la falta de inversiones suficientes en su mantenimiento. 
Estas deficiencias pueden comprometer la seguridad y la 
eficiencia operativa, afectando la experiencia de los usuarios y la 
competitividad del país como destino turístico y de negocios. El 
enfoque inmediato debe centrarse en mejorar la infraestructura 
existente, implementando medidas de fiscalización y generando 
indicadores técnicos que mejoren la toma de decisiones, así como 
los procesos de rehabilitación y modernización que aseguren una 
operación continua y de alta calidad.

Aunque la expansión y construcción de nuevos aeropuertos, 
como el proyecto de Orotina, pueden ser importantes a 
largo plazo, es crucial primero garantizar que los aeropuertos 
internacionales Juan Santamaría, Daniel Oduber Quirós, Tobías 
Bolaños, Limón y los demás aeropuertos y aeródromos locales 
existentes puedan operar al máximo de su capacidad bajo 
condiciones óptimas. Esto permitirá que Costa Rica mantenga 
su competitividad internacional y asegure un crecimiento 
económico sostenido, basado en una infraestructura segura, 
eficiente y alineada con las demandas del sector aeronáutico 
moderno.

Actualmente, según la Dirección General de Aviación Civil hay 
en operación 4 aeropuertos internacionales, 5 aeródromos 
locales principales y 21 aeródromos locales secundarios a cargo 
del Estado, 22 aeródromos APSP (brindan servicio público) y 92 
aeródromos privados en todo el país, además, existen cerca de 
23 helipuertos en operación; lo anterior muestra una cantidad 
importante de estructuras para supervisión, mantenimiento u 
obras nuevas, que deben garantizar un servicio eficiente, seguro 
y moderno y que atienda las demandas actuales y futuras de 
pasajeros y cargas. 

En ese sentido, es claro que el país debe evolucionar en tráfico 
y llegadas de aerolíneas, cumpliendo con los estándares 
de calidad internacionales y nacionales para posicionarse 
como referente en la región. Para la consecución de estos 
fines, se deben realizar ajustes importantes que van desde la 
modernización del marco legal regulatorio, agilizar procesos 
y trámites, hasta la alineación tecnológica y estándares de 
calidad, con las tendencias internacionales.

Actualmente, la fiscalización de la infraestructura aeroportuaria 
se encuentra bajo la responsabilidad de la Dirección General de 
Aviación Civil. La creciente complejidad y demanda de nuestros 
aeropuertos es motivo de preocupación y lleva a considerar la 
necesidad de fortalecer los mecanismos de control mediante la 
incorporación de una entidad con independencia de criterio, 
capacidad instalada, conocimiento técnico y académico, 
reconocida en la fiscalización de infraestructura, como garante 
de las obras necesarias para su mejor desarrollo.

Contexto nacional y necesidades

La Dirección General de Aviación Civil (DGAC) es la encargada 
de planificar, regular y proveer los servicios de la aviación civil en 
Costa Rica, para lo cual, dentro de los objetivos las instituciones, 
debe planificar y desarrollar los proyectos de inversión para 
mejorar y ampliar la infraestructura aeroportuaria y los sistemas, 
procurando satisfacer los requerimientos de la demanda actual, 
garantizando el cumplimiento de los estándares de seguridad 
operacional a nivel nacional e internacional.

La acción de la DGAC abarca la infraestructura civil ligada 
a la operación aeroportuaria (pistas de aterrizaje, rodaje y 
desembarque, edificaciones para albergar a los pasajeros, zonas 
de aduanas, parqueos y trámites requeridos, entre otros) así 
como los procesos requeridos para brindar un servicio de forma 
ágil y transparente, para garantizar una actividad aeroportuaria 
ordenada, eficiente, respetuosa con el medio ambiente, de 
calidad y segura que garantice la satisfacción de los usuarios y 
de los intereses de la sociedad.

La infraestructura aeroportuaria en Costa Rica juega un papel 
vital en la economía, particularmente en el turismo, que ha 
demostrado ser uno de los mayores motores de crecimiento 
económico del país. Según información de Banco Central de 
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Costa Rica (BCCR), en colaboración con el Instituto Costarricense 
de Turismo (ICT), el aporte del turismo al producto interno bruto 
(PIB) creció del 4,4% en 2012 a 6,3% en 2016, consolidándose 
como un pilar fundamental de la economía costarricense. Para 
el año 2020, este aporte ascendió aproximadamente al 8,2% 
del PIB, lo que subraya la importancia estratégica del sector 
turístico en la economía nacional.

Adicionalmente, el turismo genera alrededor del 15,5% del 
empleo total en Costa Rica, incluyendo empleos directos e 
indirectos, según datos del World Travel & Tourism Council y el 
Banco Central de Costa Rica. Este impacto positivo no solo se 
refleja en la generación de divisas, sino también en su influencia 
en otras industrias clave como el comercio, el transporte, la 
construcción y la gastronomía.

La industria turística de Costa Rica se ha posicionado como una 
de las principales contribuyentes al PIB en relación con otras 
actividades económicas. En ese sentido, el turismo representó 
el 8,2% del PIB en 2020; sectores como la informática y la 
producción de energía eléctrica contribuyeron con porcentajes 
menores. Luego de la caída conocida como la “temporada 
cero” provocada por la pandemia, para 2024, según datos del 
Banco Central de Costa Rica, el ingreso de divisas por el turismo 
alcanzó los US$ 5434 millones en 2024.

La calidad, seguridad y eficiencia de la infraestructura 
aeroportuaria son factores fundamentales para mantener 
el crecimiento del turismo y su impacto positivo en el 
PIB y el empleo, considerando que un 93% de los turistas 
internacionales que visitan el país ingresan por vía aérea. En 
este contexto, es imprescindible asegurar una fiscalización 
adecuada de las infraestructuras aeroportuarias para garantizar 
su sostenibilidad, el uso eficaz de los recursos invertidos y su 
capacidad para satisfacer la creciente demanda internacional.

No obstante, la infraestructura aeroportuaria del país enfrenta 
varios retos críticos:

1.	 Crecimiento de la demanda: con el constante aumento 
de la llegada de turistas, los aeropuertos deben adaptarse 
para manejar un mayor volumen de pasajeros y vuelos 
sin comprometer la calidad del servicio. Esto implica la 
necesidad de ampliar las instalaciones y mejorar la gestión 
operativa.

2.	 Mantenimiento y actualización: aunque se han realizado 
mejoras en los principales aeropuertos, como el Juan 
Santamaría y el Daniel Oduber, se requiere un enfoque 
continuo en el mantenimiento de pistas, edificaciones 
asociadas con terminales y áreas operativas. La 
incorporación de nuevas tecnologías y actualizaciones en 
seguridad son también indispensables para cumplir con 
estándares internacionales.

3.	 Normativas internacionales: Costa Rica debe cumplir 
con las regulaciones establecidas por la Organización de 
Aviación Civil Internacional (OACI) en cuanto a seguridad 
y operación aeroportuaria. Esto implica un esfuerzo 
constante para mantener la infraestructura aeroportuaria 
actualizada y garantizar que pueda competir con otros 
destinos globales.

4.	 Sostenibilidad y cambio climático: dado el alto impacto 
ambiental de las operaciones aéreas y aeroportuarias, es 
necesario integrar tecnologías y prácticas más sostenibles, 
así como medidas de mitigación y adaptación al cambio 
climático en la gestión de la infraestructura.

Es importante mencionar que los aeropuertos y aeródromos 
cuentan con diversas zonas de infraestructura, cada una 
de ellas con funciones específicas y esenciales para el buen 
funcionamiento del aeropuerto. Estas áreas requieren 
mantenimiento continuo para asegurar la seguridad y eficiencia 
operativa. Se pueden clasificar en tres zonas principales:

•	 Zona pública: incluye terminales, edificios comerciales, 
calles de acceso, estacionamientos y sistemas de equipaje.

•	 Zona aeronáutica: abarca pistas de aterrizaje, calles de 
rodaje, plataformas y la torre de control.

•	 Zona de apoyo: integra hangares, áreas de mantenimiento, 
suministro de combustibles, servicios médicos, seguridad, 
energía y vías perimetrales.

Cada una de estas zonas requiere atención especializada 
para mantener los estándares de operatividad y seguridad 
requeridos.

Capacidades técnicas del Laboratorio Nacional de Materiales 
y Modelos Estructurales de la Universidad de Costa Rica 
(LanammeUCR)

El Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales de 
la Universidad de Costa Rica (LanammeUCR), como institución 
técnica y académica de referencia nacional e internacional en 
la evaluación, control y fiscalización de infraestructura vial y 
civil, ha demostrado una sólida trayectoria en la supervisión 
técnica de obras públicas desde su participación en el sector 
aeronáutico, desde 1996. A lo largo de los años, ha acumulado 
experiencia significativa y ha apoyado al sector aeronáutico, 
destacándose en el uso de equipos modernos, acordes con los 
estándares internacionales y la emisión de más de 11 informes 
técnicos con diferentes análisis. Estos informes, ordenados 
cronológicamente, son los siguientes:

1.	 Estudio en plataforma remota en el AIJS (1996).

2.	 Análisis de retrorreflexión en el AIJS (2012).
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3.	 Análisis de datos de deflectometría en el AIDOQ (2013).

4.	 Opciones de refuerzo para vías de acceso en el AIDOQ 
(2014).

5.	 Evaluación superficial en pista de aterrizaje en el AIJS 
(2014).

6.	 Determinación del número estructural ACN/PCN en el 
Tobías Bolaños (2016).

7.	 Espesores de pavimento usando GPR en el AIDOQ (2019).

8.	 Determinación del número estructural ACN/PCN en 
AIDOQ (2022).

9.	 Determinación del número estructural ACN/PCN en el 
Tobías Bolaños (2022).

10.	 Determinación del número estructural ACN/PCN en el 
Limón (2022).

11.	 Determinación del número estructural ACR/PCR en el 
AIDOQ (2024).

El Laboratorio cuenta con una amplia experiencia en la emisión 
de informes técnicos en materia aeronáutica y dispone de 
personal altamente calificado y con experiencia de referencia 
a nivel nacional.

El LanammeUCR ha trabajado desde hace varios años 
activamente con la Dirección General de Aviación Civil, 
reconociendo la importancia de la gestión de activos y la 
planificación a mediano y largo plazos. En el ámbito nacional, 
ha sido pionero en promover metodologías de evaluación para 
mejorar la gestión, el diseño, mantenimiento y ejecución de 
proyectos de alta envergadura.

La asesoría, supervisión y evaluación en toda obra de 
infraestructura pública son pilares fundamentales para 
garantizar el éxito sostenido de la inversión a largo plazo. 
Conocer el estado y la condición de los activos aeroportuarios 
proporciona información vital para su mantenimiento, 
rehabilitación y mejoras futuras. La evaluación objetiva y 
de alto valor técnico proporciona insumos cruciales para la 
administración, permitiendo priorizar y optimizar la inversión 
requerida para satisfacer las necesidades de los costarricenses, 
visitantes extranjeros y el comercio. Todo esto en concordancia 
con los estándares nacionales e internacionales.

Beneficios de la fiscalización por parte del LanammeUCR 

•	 Mejora de la calidad de la infraestructura aeroportuaria: la 
incorporación del LanammeUCR como ente fiscalizador de 
la infraestructura aeroportuaria permitirá que se apliquen 
metodologías de evaluación rigurosas y basadas en ciencia 

y tecnología aplicada de vanguardia. Esto redundará en 
una infraestructura más segura, durable y eficiente.

•	 Criterio técnico independiente: el LanammeUCR, como 
institución autónoma y fiscalizadora de infraestructura 
vial, garantiza una evaluación técnica objetiva e imparcial, 
libre de influencias políticas o de interés comercial. Este 
enfoque independiente resulta crucial para asegurar que 
las decisiones sobre la construcción, mantenimiento y 
expansión de los aeropuertos estén basadas en criterios 
técnicos.

•	 Optimización de los recursos públicos: el LanammeUCR 
posee 25 años de experiencia en el sector y posee equipos 
de alta tecnología, además, tiene conocimiento del 
comportamiento del transporte público en general, lo que 
permitiría complementar interacciones necesarias en el 
sector. Todo esto puede traducirse en una mejor utilización 
de los recursos públicos, al priorizar inversiones en 
infraestructura de mayor calidad y menor mantenimiento 
a largo plazo.

•	 Cumplimiento de normativas internacionales: con la 
creciente demanda por cumplir con las normativas 
internacionales de seguridad aeroportuaria, tanto en 
términos estructurales como operativos, la participación de 
LanammeUCR brindará un respaldo técnico necesario para 
asegurar que la infraestructura nacional cumpla con los más 
estrictos estándares establecidos por organismos como la 
Organización de Aviación Civil Internacional (OACI).

•	 Capacidad para abordar retos tecnológicos y ambientales: 
en un contexto donde las infraestructuras aeroportuarias 
están siendo desafiadas por el cambio climático, es 
fundamental que las obras cumplan con criterios de 
resiliencia y sostenibilidad. El LanammeUCR, al contar 
con expertos en nuevas tecnologías, como materiales 
reciclados y métodos constructivos sostenibles, puede 
aportar en la implementación de soluciones de vanguardia 
que no solo aseguren la durabilidad de las infraestructuras, 
sino que también minimicen su impacto ambiental.

•	 Capacidad de resguardo de información: el LanammeUCR 
ha demostrado ser una fuente confiable para respaldo 
centralizado de la información histórica de evaluaciones, lo 
que podría facilitar la toma de decisiones futuras en temas 
de gestión, ya que la información puede mantenerse 
por muchos años: ordenada, procesada y analizada para 
sistemas de gestión de activos.

Por todas las razones expuestas, resulta de gran importancia 
que el LanammeUCR asuma la fiscalización de la infraestructura 
aeroportuaria en Costa Rica. La experiencia técnica, la 
independencia y el enfoque hacia la investigación aplicada 
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convierten a esta institución en el actor ideal para impulsar la 
calidad y seguridad de las infraestructuras estratégicas del país. 
La modificación del marco legal que permita esta transferencia 
de responsabilidades contribuirá a elevar los estándares de 
seguridad, eficiencia y sostenibilidad de los aeropuertos 
nacionales, consolidando su rol como pilares fundamentales 
del desarrollo económico y social del país.

Objetivos de la reforma

La presente reforma a la Ley General de Aviación Civil tiene como 
objetivo principal incorporar al LanammeUCR dentro de las 
actividades de fiscalización de la infraestructura aeroportuaria 
atribuidas a la DGAC. Los objetivos específicos son los siguientes:

1.	 Garantizar la independencia y transparencia en la 
fiscalización de la infraestructura aeroportuaria.

2.	 Garantizar una inversión eficiente y eficaz en la 
infraestructura aeroportuaria.

3.	 Mejorar la calidad y seguridad de los aeropuertos mediante 
evaluaciones técnicas rigurosas y continuas.

4.	 Aprovechar la experiencia y capacidad técnica del 
LanammeUCR en la evaluación de infraestructura.

5.	 Fortalecer la colaboración entre las distintas entidades del 
Estado en aras de un desarrollo aeroportuario sostenible y 
eficiente.

Beneficios esperados

La implementación de esta reforma consideramos que generará 
múltiples beneficios, entre los cuales destacan:

1.	 Mejora en la gestión y planificación de la infraestructura 
aeroportuaria: una fiscalización en la infraestructura, 
independiente y técnica, contribuirá a la detección 
temprana de deficiencias y la implementación de medidas 
correctivas oportunas y de mayor impacto.

2.	 Eficiencia operativa: la optimización de la infraestructura 
aeroportuaria permitirá una operación más eficiente, 
reduciendo costos y tiempos de espera.

3.	 Fomento de la confianza: la transparencia en la fiscalización 
aumentará la confianza de usuarios, operadores y demás 
actores del sector aeroportuario nacional e internacional.

4.	 Desarrollo económico: un sistema aeroportuario más 
seguro y eficiente promoverá el crecimiento del turismo 
y la inversión, generando beneficios económicos para el 
país.

Modelos de fiscalización para la gestión de infraestructura 
aeroportuaria propuesto

El artículo 18, inciso VI), de la Ley General de Aviación Civil, Ley 
n.° 5150, del 14 de mayo de 1973, dispone lo siguiente:

Artículo 18.- Son atribuciones de la Dirección General de 
Aviación Civil:

(…) Fiscalizar los aeródromos y aeropuertos nacionales o 
particulares y administrar, mediante la creación del organismo 
correspondiente, aquéllos.

(…)

La modificación al modelo de fiscalización que se plantea por 
parte del proyecto de marras tiene como objetivo principal dar 
seguimiento y monitoreo a la infraestructura aeroportuaria 
existente y futura, con el fin de asegurar que los recursos públicos 
se utilicen de acuerdo con los más altos estándares de calidad. 
Para ello, esta iniciativa plantea un modelo de fiscalización técnica-
operativa, a cargo de LanammeUCR, en el cual se realice una 
evaluación continua de los diferentes procesos y elementos que 
componen el sistema de gestión de infraestructura aeroportuaria.

Para lograr el cumplimiento del objetivo de la fiscalización, la 
Universidad de Costa Rica, por medio del Laboratorio Nacional de 
Materiales y Modelos Estructurales (LanammeUCR), contará con el 
financiamiento del tributo establecido en el artículo primero de la 
Ley Reguladora de los Derechos de Salida del Territorio Nacional, 
que sostiene:

Artículo 1- Tributo, hecho generador y contribuyente

Se establece un impuesto único por concepto del derecho de 
salida del territorio nacional, equivalente en colones costarricenses 
a veintisiete dólares moneda de los Estados Unidos de América 
(US$27,00), calculados al tipo de cambio de referencia del día 
establecido por el Banco Central de Costa Rica. El impuesto será 
pagado por toda persona que salga del país utilizando cualquiera 
de los aeropuertos internacionales.

Las autoridades del Servicio de Migración quedan obligadas a 
exigir el pago efectivo de este impuesto e impedirán la salida del 
país a aquellos que, estando obligados a pagarlo, no lo hicieran.

Para los efectos de esta ley, se entenderá por salida del territorio 
nacional el momento en que las personas pasen los puestos 
migratorios, habilitados para el tráfico internacional de personas, 
de la Dirección General de Migración y Extranjería por los 
aeropuertos internacionales.

Mediante la Ley para Potenciar la Infraestructura y Seguridad de los 
Aeropuertos Internacionales y Aeródromos Estatales de Costa Rica, 
Ley 10514, del 4 de setiembre de 2024, la disposición del artículo 1° 
se desglosa en el numeral segundo de la siguiente forma:

Artículo 2- Desglose de la tarifa del tributo

1.	 El monto del tributo establecido en el artículo anterior 
estará constituido por los siguientes conceptos:
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a)	 Una tasa de nueve dólares estadounidenses con sesenta 
y cinco centavos (US$9,65), a favor del Gobierno central.

b)	 Una tasa de doce dólares estadounidenses con ochenta 
y cinco centavos (US$12,85), por concepto de derechos 
aeroportuarios a favor del Consejo de Aviación Civil.

c)	 Una tasa de cincuenta centavos de dólar estadounidense 
(US$0,50), por concepto de ampliación y modernización 
para cada uno de los siguientes aeropuertos: 
Aeropuerto Internacional de Limón (MRLM), Aeropuerto 
Internacional Tobías Bolaños Palma (MRPV), Aeropuerto 
Internacional Daniel Oduber (MRLB).

d)	 Una tasa de un dólar y quince centavos estadounidenses 
(US$1,15), por concepto de ampliación y modernización 
de los demás aeródromos estatales.

e)	 Una tasa de un dólar y quince centavos estadounidenses 
(US$1,15), con el propósito de cumplir las funciones y 
responsabilidades asumidas por el Estado costarricense 
en combate al crimen organizado, según lo previsto 
en el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la 
Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, y 
el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por 
Tierra, Mar y Aire, que complementan la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, y las actividades específicas de la 
Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes 
y Trata de Personas.

f )	 Una tasa de treinta y cinco centavos de dólar 
estadounidense (US$0,35), que se destinarán en favor 
de la Dirección del Servicio de Vigilancia Aérea de 
Costa Rica, para el equipamiento del personal policial 
en los puestos de seguridad de los aeropuertos 
internacionales, compra de equipos de aviación y 
para la inspección de pasajeros en los aeropuertos 
internacionales, repuestos, capacitaciones técnicas en 
Seguridad de la Aviación Civil Internacional (AVSEC) 
y otras de naturaleza técnica aeronáutica, además de 
financiar las labores de protección de la soberanía 
nacional en el espacio aéreo.

g)	 Una tasa de treinta y cinco centavos de dólar 
estadounidense (US$0,35) será en favor de la Policía 
Profesional de Migración, para la dotación de personal 
policial, equipamiento y capacitación para el personal 
policial, en los puestos de ingreso y e salida de los 
aeropuertos internacionales del país.

En el marco del desglose citado se procede, por medio de la 
presente iniciativa de ley, a reformar los incisos a) y b), pasando 
de una tasa de US$9,65 a favor del Gobierno central, a US$8,65 y 
una tasa de US$12,85, por concepto de derechos aeroportuarios 
a favor del Consejo de Aviación Civil, a una de US$12,35.

La tasa de US$1,50 extraída de los rubros a) y b) se asignará 
mediante la adición de un inciso h) a favor del Laboratorio 
Nacional de Materiales y Modelos Estructurales (LanammeUCR), 
para la fiscalización de la infraestructura aeroportuaria, 
existente y futura, de los aeródromos y aeropuertos nacionales 
y particulares, con el fin de asegurar que los recursos públicos 
se utilicen de acuerdo con los más altos estándares de calidad.

Asimismo, la Universidad de Costa Rica, por medio del 
Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales 
(LanammeUCR), con la finalidad de fiscalizar la gestión de 
activos de infraestructura aeroportuaria, podría realizar las 
siguientes funciones:

1.	 Evaluación de la infraestructura aeroportuaria en operación 
y su gestión.

2.	 Desarrollo, actualización y revisión de normas, manuales, 
especificaciones y publicaciones técnicas para la inspección 
y la gestión en todas las etapas del ciclo de vida de un 
proyecto.

3.	 Apoyo técnico en la implementación de un modelo de 
gestión de los activos de la infraestructura aeroportuaria.

4.	 Asesoramiento técnico a la Dirección General de Aviación 
Civil y al Consejo Técnico de Aviación Civil, en temáticas 
relacionadas con infraestructura aeroportuaria.

5.	 Cursos de capacitación dictados de forma periódica para 
profesionales y personas técnicas en materia de gestión 
de activos de infraestructura aeroportuaria para las 
diversas etapas del ciclo de vida de los proyectos 
(preinversión, inversión y posinversión). 

6.	 Investigación aplicada para la identificación y solución 
de problemas y necesidades relacionados con la 
infraestructura aeroportuaria del país.

7.	 Auditorías técnicas de proyectos de infraestructura 
aeroportuaria en todas las etapas del ciclo de vida de los 
proyectos (según la Ley n.° 10441, Sistema Nacional de 
Inversión Pública, art 6):

•	 Fase de preinversión: idea, perfil, prefactibilidad y 
factibilidad. 

•	 Fase de inversión: elaboración del diseño final 
y especificaciones o documento equivalente, 
financiamiento, licitación y adjudicación, pre-
ejecución, y ejecución física y financiera del 
proyecto de inversión pública.

•	 Fase de posinversión: preoperación y operación 
del proyecto 
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Se plantea que, para cumplir con las actividades indicadas 
de fiscalización, el LanammeUCR crearía una Unidad de 
Infraestructura Aeroportuaria, con personal dedicado a las 
funciones mencionadas anteriormente, de forma tal que se 
puedan apoyar directamente los esfuerzos de la Dirección 
General de Aviación Civil, para establecer y mantener un sistema 
de fiscalización, gestión y evaluación eficiente.

Para la consecución de los fines pretendidos, cada cinco 
años, la Dirección General de Aviación Civil establecerá un 
Plan Maestro Operativo (PMO), en el cual se definirán las 
prioridades relacionadas con evaluaciones, inspecciones, 
gestión de infraestructura aeroportuaria, normativas, 
capacitaciones, investigación y asesoría. Este plan será 
diseñado tomando en cuenta las necesidades del sector y 
las recomendaciones del LanammeUCR, y en consideración 
de las capacidades disponibles y las que se proyecten 
generar.

Por su parte y anualmente, el LanammeUCR, mediante un 
Plan Anual de Fiscalización (PAF), determinará los alcances 
de los trabajos a realizar en materia de evaluaciones, cursos, 
normativa, gestión, investigación y asesoría, asegurando que 
se prioricen aquellas actividades de mayor impacto social y 
económico, acorde a las capacidades, recursos disponibles y 
recomendaciones emitidas por la Dirección General de Aviación 
Civil (DGAC). Por otro lado, el LanammeUCR comunicará a la 
Dirección General de Aviación Civil, las auditorías que a su 
criterio realizará, con la indicación del alcance y el periodo 
de ejecución de esta.

Anualmente, se presentará un informe de actividades 
establecidas en el Plan Anual de Fiscalización (PAF). Este 
informe detallará los avances de las actividades ejecutadas. 
Además, se realizará una reunión con los representantes de 
la Dirección General de Aviación Civil (DGAC) para discutir las 
principales recomendaciones emitidas por el LanammeUCR 
y asegurar un seguimiento efectivo.

Bianualmente, el LanammeUCR entregará a la DGAC un 
informe detallado de los resultados obtenidos en las tareas 
de evaluación, inspección y gestión de los aeródromos y 
aeropuertos correspondientes al periodo en curso.

Además, se proporcionará un informe bianual que incluya 
los avances alcanzados en la actualización de normativas, 
investigación y capacitaciones durante el período en curso.

La reforma que planteamos a la Ley General de Aviación 
Civil, para que el LanammeUCR participe de la fiscalización 
de la infraestructura aeroportuaria, representaría un paso 
significativo hacia la modernización y mejora de nuestro sistema 
aeroportuario. Confiamos en que esta iniciativa contribuirá con 
la implementación de medidas de control que garantizarán que 
nuestros aeropuertos cumplan con los más altos estándares de 

calidad y seguridad al servicio de los costarricenses, visitantes 
extranjeros y comercio.

Por las razones antes indicadas, sometemos a consideración de 
los señores y las señoras diputados de la Asamblea Legislativa el 
presente proyecto de ley.

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA  
DE COSTA RICA  

DECRETA:  
FISCALIZACIÓN DE LA CALIDAD DE LA  
INFRAESTRUCTURA AEROPORTUARIA

ARTÍCULO 1- Se reforma el artículo 18, inciso sexto, y se 
adiciona un artículo 18 bis a la Ley General de Aviación Civil, 
Ley N.° 5150, del 14 de mayo de 1973, para que en adelante 
se lea de la siguiente manera:

Artículo 18-  Son atribuciones de la Dirección General de 
Aviación Civil:

(…)

VI- Fiscalizar los aeródromos y aeropuertos nacionales o 
particulares y administrar, mediante la creación del organismo 
correspondiente, aquellos.

El Laboratorio Nacional de Materiales y Modelos Estructurales 
de la Universidad de Costa Rica (LanammeUCR), en 
coordinación con la Dirección General de Aviación Civil, 
fiscalizará la infraestructura aeroportuaria, existente y futura, de 
los aeródromos y aeropuertos nacionales y particulares, con el 
fin de asegurar que los recursos públicos se utilicen de acuerdo 
con los más altos estándares de calidad.

(...).

Artículo 18 bis- Para el cumplimiento de la función de 
fiscalización establecido en el artículo 18, el Laboratorio Nacional 
de Materiales y Modelos Estructurales de la Universidad de 
Costa Rica (LanammeUCR) realizará las siguientes labores de 
fiscalización técnica para la gestión eficiente y eficaz de la 
infraestructura aeroportuaria:

a)	 Evaluación de la infraestructura aeroportuaria en operación 
y su gestión.

b)	 Desarrollo, actualización y revisión de normas, manuales, 
especificaciones y publicaciones técnicas para la gestión 
eficiente de la infraestructura aeroportuaria.

c)	 Asistencia Apoyo técnico en la implementación 
y optimización de un modelo de gestión integral 
de infraestructura aeroportuaria, que permita una 
administración eficiente, eficaz y sostenible.

d)	 Asesoramiento técnico especializado a la persona 
directora y subdirectora de la Dirección General de 
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Aviación Civil, así como al Consejo Técnico de Aviación 
Civil como al, en asuntos relacionados con los activos de 
infraestructura y su gestión.

e)	 Ejecución y auspicio de programas de capacitación 
y transferencia tecnológica dirigido a profesionales, 
técnicos y estudiantes en el ámbito de la infraestructura 
aeroportuaria.

f )	 Investigación aplicada enfocada en encontrar soluciones 
innovadoras a las necesidades técnicas y operativas de la 
infraestructura aeroportuaria del país.

g)	 Realización de auditorías técnicas sobre los proyectos de 
infraestructura aeroportuaria y las etapas del ciclo de vida 
de los proyectos (preinversión, inversión y posinversión) 
con el fin de verificar el cumplimiento de las normas y 
estándares de calidad aplicables.

Para las actividades de los incisos de la a) a la f), el 
LanammeUCR coordinará con la Dirección General de 
Aviación Civil el plan respectivo de conformidad con las 
necesidades de esta, así como con los recursos disponibles 
de ambas instituciones. Para la actividad g), el LanammeUCR 
comunicará a la Dirección General de Aviación Civil, las 
auditorías que a su criterio realizará, indicando el alcance y 
el periodo de ejecución de estas.

ARTÍCULO 2- Se reforman los incisos a) y b) y se adiciona un 
inciso h) al artículo 2 de la Ley para Potenciar la Infraestructura 
y Seguridad de los Aeropuertos Internacionales y Aeródromos 
Estatales de Costa Rica, Ley N° 10514, del 4 de setiembre de 
2024, para que en adelante se lea de la siguiente manera:

Artículo 2- Desglose de la tarifa del tributo

1- 	 El monto del tributo establecido en el artículo anterior 
estará constituido por los siguientes conceptos:

a)	 Una tasa de ocho dólares estadounidenses con sesenta y 
cinco centavos (US$8,65), a favor del Gobierno central.

a)	 Una tasa de doce dólares estadounidenses con treinta y 
cinco centavos (US$12,35), por concepto de derechos 
aeroportuarios a favor del Consejo de Aviación Civil.

(…)

h)	 Una tasa de uno punto cinco centavos de dólar 
estadounidense (US$1,50) para la fiscalización de la calidad 
de la infraestructura aeroportuaria, el cual será asignado a 
la Universidad de Costa Rica bajo la modalidad de fondos 
restringidos, de forma tal que el Laboratorio Nacional de 
Materiales y Modelos Estructurales (LanammeUCR) fiscalice 
la infraestructura aeroportuaria, existente y futura, de los 
aeródromos y aeropuertos nacionales y particulares, con 
el fin de asegurar que los recursos públicos se utilicen de 
acuerdo con los más altos estándares de calidad.

Para los ingresos originados en el Aeropuerto Daniel Oduber 
Quirós, se mantiene vigente la norma específica del punto c) 
de este artículo.

Rige a partir de su publicación.
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IMPORTANTE

La Gaceta Universitaria es el órgano oficial de comunicación de la Universidad de Costa Rica, por lo tanto, al menos un 
ejemplar, debe estar a disposición de la comunidad universitaria en las unidades académicas y en las oficinas administrativas 
de la Institución.

Todo asunto relacionado con el contenido de La Gaceta Universitaria o su distribución será resuelto por el Centro de 
Información y Servicios Técnicos del Consejo Universitario.

De conformidad con el artículo 35 del Estatuto Orgánico, todo acuerdo del Consejo Universitario, es de acatamiento 
obligatorio: “Artículo 35: Las decisiones del Consejo Universitario y su ejecución y cumplimiento serán obligatorias para el 
Rector, los Vicerrectores y para todos los miembros de la comunidad universitaria”.




